La buena fe como eje del proceso de integración e interpretación del contrato en el Código de Bello: consonancia con la función social del contrato y con la tutela de los derechos fundamentales by Neme Villarreal, Martha Lucía
m a r t h a  l u c  a  n e m e  v i l l a r r e a l *
La buena fe como eje del proceso de integración e 
interpretación del contrato en el Código de Bello: 
consonancia con la función social del contrato y 
con la tutela de los derechos fundamentales
235
Sumario. 1. La inserción de la buena fe y la equidad contractual en los códigos 
del siglo xix y albores del siglo xx se realiza en un ambiente de desconfianza 
por los principios, lo que determina su moderada figuración. 1.1. La influencia 
del individualismo, de las corrientes de la exégesis y de la pandectística deter-
minan la limitada figuración de los principios en la era de la codificación. 1.2. 
En América Latina, dos de los tres modelos de codificación más importantes 
de la época siguieron la tendencia de aparente rechazo o de desinterés por los 
principios en la expedición de sus códigos civiles originarios. 2. El modelo de 
Bello en materia de buena fe se separa de la tendencia precedente otorgando 
gran fuerza al principio de buena fe a través de la función integradora del 
contrato. 2.1. El carácter autóctono del Código de Bello se manifiesta tanto 
en la sistemática como en su contenido. 2.2. La originalidad del Código de 
Bello se refleja igualmente en la incorporación del principio de buena fe y en 
las funciones que de este hace derivar. 3. Los desarrollos legislativos latinoa-
mericanos de la función interpretativa de la buena fe se realizan a partir de 
su relación con la función integradora del contrato fijada por el modelo pro-
puesto por Bello. 4. Los complejos alcances del proceso interpretativo van más 
allá de la mera preservación de la formulación literal del texto, comportan su 
comprensión, la reconstrucción, la contextualización y su reformulación a fin 
de lograr la preservación del cabal sentido de este. 5. La buena fe en cuanto 
principio rector de la interpretación de los contratos no cumple una función 
subsidiaria respecto de las técnicas ni de los criterios interpretativos, sino que 
los orienta. 6. Los presupuestos generales de la interpretación del contrato 
propuestos por Bello conservan su vigencia, pues a la luz de los postulados de 
la tradición romanista que lo inspiran puede ser releídos en consonancia con las 
nuevas modalidades y funciones de la contratación, y tomar en consideración 
la función social del contrato y los derechos fundamentales. 6.1. El Código de 
Bello otorga herramientas que permiten tomar en consideración la tutela del 
consumidor y, en general, de la parte débil en la contratación. 6.2. El Código 
de Bello dota a la interpretación de un carácter objetivo al vincularla con la 
“naturaleza de la obligación”, lo que permite una interpretación sistemática 
que al tomar en consideración la causa o función del contrato posibilita afrontar 
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los problemas hermenéuticos de los contratos coligados y aquellos derivados 
de las nuevas funciones institucionales y sociales del contrato. 6.3. El Código de 
Bello incorpora al proceso hermenéutico a la buena fe en cuanto criterio nor-
mativo, permitiendo con ello que valores cuya fuerza se enfatiza en el derecho 
contemporáneo, como la solidaridad, la honestidad, la tutela de la confianza y el 
equilibrio, entre otros, se integren en la interpretación del contrato. 6.4. Desde 
la perspectiva de Bello el proceso hermenéutico, al considerar “la naturaleza 
de la obligación” como factor de integración del contrato, sirve de puente de 
comunicación con los demás principios y derechos fundamentales, así como 
con la función social del contrato, los cuales entran a ser parte de los valores 
a considerar en el proceso de interpretación tanto del contrato privado como 
del contrato estatal. 7. Conclusiones. 8. Bibliografía.
1 .  la  i n s e rc i  n  d e  la  b u e na  f e  y  la  e q u i da d 
c o n t rac t ua l  e n  lo s  c  d i g o s  d e l  s i g lo  x i x 
y  a l b o r e s  d e l  s i g lo  x x  s e  r e a l i z a  e n  u n 
a m b i e n t e  d e  d e s c o n f i a n z a  p o r  lo s  p r i n c i p i o s , 
lo  q u e  d e t e r m i na  s u  m o d e ra da  f i g u rac i  n
1 . 1 .  la  i n f lu e n c i a  d e l  i n d i v i d ua l i s m o ,  d e  la s 
c o r r i e n t e s  d e  la  e x  g e s i s  y  d e  la  pa n d e c t  s t i c a 
d e t e r m i na n  la  l i m i ta da  f i g u rac i  n  d e  lo s 
p r i n c i p i o s  e n  la  e ra  d e  la  c o d i f i c ac i  n
La era de las codificaciones está marcada por la innegable impronta del período 
de máxima exuberancia del liberalismo, empeñado en abatir los obstáculos 
que hacían difícil el espontáneo desplegarse de la personalidad, de la iniciati-
va privada y de la propiedad privada, impensable en un sistema cerrado y de 
rígidas estructuras, como el sistema feudal que la precedió1. De manera que 
la meta suprema del derecho en aquella época era el individualismo, bajo el 
postulado de una abstracta igualdad entre sujetos, libres de obligarse y de de-
cidir el destino de los propios negocios, postulados bajo los cuales se consolida 
el dogma de la libertad negocial. Bajo este diseño, los textos normativos sobre 
1 Véase domenico corradini, Il criterio de la buona fede e la scienza del diritto privato, 
Milán: Giufrè, 1970, p. 33.
Martha Lucía Neme Villarreal 237
la buena fe y la equidad en los contratos aparecen, entonces, “excepciones 
desconcertantes, preciosas y esporádicas, en un cuerpo de normas que quiere 
ser homogéneo y rechaza cualquier idea social de ayuda recíproca”2.
En dicho clima, el principio de la “buena fe” fue plasmado en el Código 
de Napoleón de 1804 de manera aislada en el aparte final del artículo 1134[3], 
sin expresa conexión con la equidad ni con la naturaleza del contrato, así 
como tampoco es mencionada de manera explícita su función integradora, 
sino que se erige como una regla de comportamiento cuya obligatoriedad se 
restringe a la etapa de ejecución del contrato. Por su parte, la equidad concu-
rre como una de las fuentes de las que emanan obligaciones no expresamente 
enunciadas en el contrato al lado de los usos y de la ley, dentro del marco de 
la naturaleza del contrato4.
Por su parte, en el ámbito del derecho italiano, en el Código Civil de 1865 
se reciben los textos de los citados artículos del Code Civil, pero con la no-
vedad de incluirlos en un solo artículo, mantiene la exclusión de la función 
integradora de la “buena fe” y hace desaparecer toda referencia a la naturaleza 
de la convención5.
En clara expresión de las exacerbadas tendencias voluntaristas, el Código 
de Comercio español de 1885 dispuso en el artículo 57 que
los contratos se ejecutarán y se cumplirán de “buena fe”, según los términos en 
que fueren hechos y redactados, sin tergiversar con interpretaciones arbitrarias 
el sentido recto, propio y usual de las palabras, dichas o escritas, ni restringir los 
efectos que naturalmente se deriven del modo con que los contratantes hubieren 
explicado su voluntad y contraído sus obligaciones.
2 Ibíd., pp. 31-39.
3 “Los pactos legalmente formados [...] deben llevarse a ejecución de buena fe”.
4 Artículo 1134: “Los pactos obligan no solo a lo que se expresa en ellos, sino, también, a 
todas las consecuencias que la equidad, el uso o la ley dan a la obligación según su natu-
raleza”.
5 En efecto, el artículo 1124 declaraba que “Los contratos deben ser ejecutados de buena 
fe y obligan no solo a cuanto se expresa en ellos mismos, sino a todas las consecuencias 
que se derivan del mismo según la equidad, el uso o la ley”.
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Tendencia que fue moderada con la expedición del Código Civil español pro-
mulgado en 1889[6], en el que, si bien se omite todo llamado a la equidad en la 
función integradora, se incluye a la “buena fe” como criterio de integración 
de las obligaciones derivadas del contrato.
Por su parte, los compiladores del Código Civil alemán (bgb), influencia-
dos por las doctrinas de la pandectística, consagran dos disposiciones sobre 
la “buena fe” objetiva que parecen ser originadas en una actitud de cautela: 
el §157, que dispone que “los contratos han de interpretarse como exigen la 
fidelidad y la buena fe en atención a los usos del tráfico”7, y el §242, conforme 
al cual “el deudor está obligado a efectuar la prestación como exigen la fide-
lidad y la buena fe en atención a los usos del tráfico”8. La innovación del bgb, 
respecto a la consideración de la “buena fe” en la tradición del derecho inter-
medio y en la codificación francesa, consiste esencialmente en el abandono de 
la perspectiva de la reconstrucción de reglas, efectos y obligaciones no enun-
ciados por los contrayentes. No existe norma alguna que asigne tal función 
a la “buena fe” y a la equidad. Es significativo, en cambio, que la “buena fe” 
asumiera un rol en la interpretación del contrato (§157) y en el cumplimiento 
de la prestación por parte del deudor (§242) en dos fases, esto es, una anterior 
y una sucesiva; ambas, al menos aparentemente extrañas a la definición de 
reglas, efectos y obligaciones ulteriores respecto a aquellas enunciadas por los 
contrayentes; de suerte que la definición del contenido del contrato parece 
reservada exclusivamente a la expresión de voluntad de los contrayentes y a 
la ley, según la lógica “voluntarista-iuspositivista” propia de la pandectistica9, 
6 Estableció el citado Código Civil español en su artículo 1258 que los “contratos se perfec-
cionan por el mero consentimiento y desde entonces obligan, no solo al cumplimiento de lo 
expresamente pactado, sino, también, a todas las consecuencias que, según su naturaleza, 
sean conformes a la ‘buena fe’, al uso y a la ley”.
7 En la nota a la traducción del referido parágrafo se indica que “el término ‘Treu und 
Glauben’ es una formula que también puede traducirse simplemente por ‘buena fe’; es la 
buena fe que podríamos llamar ‘buena fe de comportamiento’, hoy buena fe objetiva. En 
el ámbito de los derechos reales ‘estar en buena fe’ es ‘in guten Glauben sein’”, esta, más 
que de comportamiento, es una ‘buena fe’ de creencia. Véase carlo melón infante, 
Traducción del Código Civil alemán (bgb), Barcelona: Bosch, 1994, p. 30.
8 En relación con la traducción de los términos “fidelidad” y “buena fe” resulta aplicable 
la nota anterior.
9 Véase andrea D’Angelo, Contrato e operazione economica, Turín: Giappicheli, 1992, pp. 
251-252.
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que no había imaginado jamás los desarrollos que la moderna jurisprudencia 
alemana ha venido dando a tales previsiones.
En este contexto y no obstante la incorporación expresa del principio de 
buena fe en las codificaciones decimonónicas y de los albores del siglo xx, la 
escuela de la exégesis y la pandectistica limitaron el rol aplicativo de la “bue-
na fe”.
En efecto, si bien las primeras reacciones de los juristas a la obra del Code 
Civil napoleónico siguieron postulados que favorecían la aplicación de los 
principios de buena fe y equidad10, y en algunos casos se intentó romper con 
el rígido autoritarismo en la interpretación del código11, no obstante, dicha 
concepción no constituyó una opinión dominante del pensamiento jurídico 
que siguió a la expedición del Código francés en 1804 y, en cambio, se afirmó 
una tendencia diversa que progresivamente renuncia al empleo de principios 
axiológicos y limita el examen de las normas a un simple comentario expo-
sitivo, rindiendo culto a la ley escrita que lleva a considerarla inamovible y a 
aclararlo solo en su aspecto literal sintáctico. Esta tendencia, que se denominó 
10 Particularmente en las voces de Portalis, Tuollier y Duranton, en el entendimiento con-
forme al cual el juez puede decretar la existencia de deberes derivados de la honestidad 
y la rectitud, aun cuando no estén contemplados en el acuerdo y entender, sin temores 
exagerados, la equidad como suplemento de la ley. Así como en las tentativas de extensión 
de los supuestos de los artículos 1134 y 1135 del Código de Napoleón a la interpretación de 
los contratos y al ámbito de negociación y formación de este. Todo ello sin desconocer las 
exigencias del nuevo orden legislativo en términos de certeza y coherencia, que imponían 
particular rigor a los jueces en la aplicación de tales principios y a la doctrina, así como a 
la autoridad de los jurisconsultos el papel de guía que preserve de los riesgos conexos al 
arbitrio de un juez particular.
11 No puede dejar de reconocerse la labor de algunos de los comentaristas del Código Civil 
que “participaron en un movimiento de interpretación que alejó la codificación de sus 
fundamentos autoritarios. Con compromisos políticos diversos (desde monárquicos 
constitucionales –Toullier– hasta católicos liberales –Marcadé– y desde partidarios del 
régimen bonapartista –Troplong– hasta republicanos –Valette y Acollas–), los civilistas 
del siglo xix intentaron modificar, en algunos artículos al menos, el sentido del Código 
Civil”. jean-louis halpérin, “Exégesis (Escuela)”, Revista de Derecho Universidad del 
Norte, n.º 48, 2017, p. 275.
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“la escuela de la exégesis”12, inauguró en Francia la moderna corriente del 
iuspositivismo13.
En efecto, las codificaciones exaltaban las funciones, las prerrogativas y los 
beneficios de certeza de las leyes positivas14, así como la necesidad de impedir 
a las cortes de justicia cualquier análisis capaz de incidir sobre el sentido de la 
norma y alterar su contenido en desmedro de la unidad orgánica lograda con 
la codificación, símbolo del rechazo a la antigua incertidumbre jurídica produc-
to de la pluralidad de fuentes y del predominio de la costumbre generadora de 
particularismos, propios del sistema feudal ya superado.
Bajo tales perspectivas, la buena fe y la equidad tienden a ser limitadas 
en su esfera de eficacia a fin de impedir que, con su auxilio, el juez modifique 
las leyes o el consenso negocial, de ahí que tales principios tiendan a perder 
importancia y a ser dejados en la sombra por miedo a los juicios axiológico 
que su examen y empleo conllevan15. De manera que la exégesis excluye de 
hecho que el juez pueda resolver las controversias sobre la base de principios 
equitativos, al punto que Mourlon asevere que no existe justicia fuera de la 
ley y se limite a reconocer que en virtud de los citados artículos 1134 y 1135 
del Código Napoleónico, que los negocios son todos de “buena fe”16.
A su vez, Aubry y Rau observan que la expresión conforme a la cual 
los contratos deben ser ejecutados de buena fe quiere decir “conforme a la 
12 Halpérin recuerda como Bonnecase (J. bonnecase, L’Ecole de l’Exégèse en droit civil, París, 
1924), refiriéndose a la denominada escuela de la exégesis, sostuvo que esta “respondía a 
cinco rasgos característicos: 1) el culto al texto de la ley, 2) el predominio de la investiga-
ción de la voluntad o intención del legislador, 3) un carácter profundamente estatalista, 
4) el recurso ‘ilógico y paradójico’ a la ‘noción de derecho’ y 5) la fuerza del argumento 
de autoridad [...]. La exégesis representa la forma más acabada de lo que Paolo Grossi 
ha llamado ‘absolutismo jurídico’: una concepción monista del derecho asimilado a la 
ley estatal codificada que habría asegurado al titular del poder político en el siglo xix el 
monopolio de la producción jurídica yendo más allá de los poderes de los monarcas ab-
solutos”. Ibíd., pp. 267 y 273.
13 Cfr. corradini, óp. cit., pp. 55 y ss.
14 Cfr. d’angelo, óp. cit., p. 247.
15 Cfr. corradini, óp. cit., p. 68.
16 frédéric mourlon, Repétitions écrites sur le premier examen du code Napoléon, t. i, París: 
A. Marescq, 1866, p. 59.
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intención de las partes”17, por ello conducir los negocios con espíritu de lealtad 
significa cumplir a la letra las obligaciones estipuladas, la buena fe no significa 
más el medio a través del cual el juez crea obligaciones, más bien, sirve como 
sostén del dogma de la autonomía de la voluntad privada, como regla que obliga 
a seguir puntualmente la promesa contenida en los acuerdos, subvalorando 
las normas sobre equidad y buena fe hasta someterlas a un olvido compacto 
y, aparentemente, sin salida, destinado a incidir profundamente en la cultura 
jurídica por largo tiempo18.
Por su parte, la doctrina italiana que comenta el Código de 1865 sigue la 
línea exegética, de manera que no permite extender la regla sobre la buena fe y 
la equidad más allá de los límites preestablecidos por el legislador, excluye que 
el juez pueda corregir los acuerdos en nombre de la igualdad y de la justicia, y 
por ende, encuentra en el artículo 1124 una confirmación de la intangibilidad 
e irrevocabilidad de los acuerdos inspirados en dicha ideología individualista19, 
bajo la cual se llega a sostener que las partes pueden sustraerse de la norma 
del artículo en comento; en cuanto la norma sobre la aequitas, no ligándose 
a la esfera del orden público, concede gran capacidad de derogabilidad y 
no constituye una fuente insustituible prevista por el sistema jurídico a fin de 
colmar las lagunas de los acuerdos y corregirla con el auxilio de la buena fe 
de llegarse a verificar una desigualdad concreta entre los sujetos unidos por 
una relación sinalagmática20.
Con el progresivo declinar de la escuela de la exégesis surge una tendencia 
propensa a organizar, en un cuadro armónico, el conjunto de las reglas del 
derecho que encaja en un perfecto equilibrio en el que cada precepto cumple 
un preciso cometido en armonía con la totalidad del sistema jurídico, el cual 
es entendido como un organismo complejo, como una estructura rigurosa y 
objetiva pero dinámica, que tiene en la base el derecho romano. Así, en el en-
tendido de que las instituciones políticas se fundan sobre la historia y las tradi-
ciones de cada pueblo, por lo que no resulta válido acudir a razonamientos de 
17 c. aubry y f. c. rau, Cours de droit civil français d’après la méthode de Zacariae, t. iv, París: 
Librairie Générale de Jurisprudence, 1902, p. 563.
18 Cfr. corradini, óp. cit., pp. 71-72.
19 Ibíd., pp. 99-101, 208 y ss., quien cita entre los autores de la época sostenedores de tales 
planteamientos a F. de Filippis, F. Ricci, G. Piola y G. Corte-Enna.
20 En esta línea de pensamiento, véase pietro chironi, La colpa nel diritto civile odierno. 
Colpa contrattuale, Turín: Fratelli Bocca Editori, 1897.
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carácter universal, Edmundo Burke21 inspira una tendencia anti-iusnaturalista 
precursora de la escuela histórica del derecho que florecerá en Alemania bajo 
el influjo de Savigny, Puchta, Inhering y Windschid, entre otros22.
Así, la pandectística, sensible a construir sus esquemas en el reino de la 
lógica y rechazar el racionalismo de la obra del interprete, hace que la regla de 
la buena fe no se encuentre en un terreno propicio al desarrollo, en cuanto 
muchos estudiosos proponen nuevamente la desconfianza que la doctrina de 
la exégesis alimentaba en relación con las normas elásticas, al observarla con 
sospecha, pues denota el símbolo explícito de la lealtad y la corrección y, por 
ende, no parece inmediatamente traducible en términos de un silogismo, sino 
que exige una elección que la especifique y la haga aplicable en lo concreto, para 
lo que deberá acudirse a la conducta de los estipulantes, más allá de cualquier 
formulismo técnico, por lo que los juristas alemanes –influenciados además 
por el dogma de la voluntad– prefieren, de ordinario, extender una sombra 
de silencio sobre principios como el de la buena fe23.
De manera que el desvío de atención de la buena fe en los contratos es con-
secuencia de la influencia individualista en la que confluyen la pandectística y 
la escuela de la exégesis, en aspectos como el miedo a los juicios de valor, que 
se manifiesta en el rechazo a los cánones elásticos frente a los que una pre-
tendida pureza científica que se quiere atribuir al derecho sufre el riesgo de 
disolverse y, de otro lado, del individualismo que considera intangible el querer 
de las partes y, por ende, no sujeto a interpretaciones que puedan alterarlo. Si 
bien en relación con la regla del honeste vivere, que incita el cumplimiento de 
los negocios con ánimo probo, los pandectistas no combaten la misma lucha 
abierta que en cambio instauran frente a la equidad24.
En efecto, si bien la consideración de buena fe, equidad y naturaleza del 
contrato se conecta a la referencia a valores de la naturalis ratio con espacios de 
21 Quien vivió entre 1729 y 1797.
22 giorgio del vecchio, Storia della filosofia del diritto, Milán: Giuffrè, 1958, pp. 89-90.
23 Cfr. corradini, óp. cit., pp. 178 y 249. Sostiene el autor que, en verdad, salvo los ensayos 
de Bruns y Wächter, que, por demás, tienen incidencia principalmente en materia de 
posesión, la pandectística muestra escasa atención al canon de la conexión en el vínculo 
entre particulares. En esta línea de pensamiento, las normas equitativas representan solo 
un parámetro deontológico, en el cual pueden inspirarse los parlamentos, no aquellos que 
resuelven las controversias entre ciudadanos.
24 Cfr. corradini, óp. cit., pp. 191-192.
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discrecionalidad más amplios que la ley, la tradición de derecho intermedio, 
fuertemente enraizada en el derecho romano, se aferraba a la consideración de 
la concreta realidad negocial producida por los contrayentes, lo que reducía 
el riesgo de arbitrio del juez y ponían necesariamente en relación los mismos 
valores de buena fe y equidad con la natura contractus, en consecuencia con 
el orden negocial establecido por las partes25.
Así, la extensión de la hostilidad hacia la equidad como fuente de derecho 
y frente a la buena fe y la equidad como criterios de determinación de reglas, 
efectos y obligaciones no enunciada en la convención parece, en verdad, afian-
zarse de manera injusta como fruto de una incomprensión de los principios de 
la tradición, que lejos de responder a un fundamento en el iusnaturalismo que 
exacerba la discrecionalidad del intérprete, respondían a criterios objetivos 
que habían sido acuñados por siglos por los juristas romanos en un refinado 
ligamen entre los valores ínsitos en el principio de buena fe, que incorpora el 
respeto por lo legítimamente convenido por las partes y la función del contrato.
1 . 2 .  e n  a m  r i c a  lat i na ,  d o s  d e  lo s  t r e s  m o d e lo s 
d e  c o d i f i c ac i  n  m  s  i m p o rta n t e s  d e  la   p o c a 
s i g u i e ro n  la  t e n d e n c i a  d e  a pa r e n t e  r e c h a z o 
o  d e  d e s i n t e r  s  p o r  lo s  p r i n c i p i o s  e n  la 
e x p e d i c i  n  d e  s u s  c  d i g o s  c i v i l e s  o r i g i na r i o s
En América Latina, si bien circularon diversos modelos de Código Civil26, 
tres de ellos adquirieron relevancia especial: la obra de Dalmacio Vélez 
25 Cfr. d’angelo, óp. cit., p. 249.
26 El Código boliviano de 1830 que si bien se inspiró en el francés, logró erigirse en un sub-
modelo gracias a la integración de una parte del derecho tradicional, lo que llevó a que 
fuera adoptado por la Confederación Perú-Boliviana en 1836 y por Costa Rica en 1841; 
el Código peruano de 1847, adoptado por el estado de Magdalena en 1857 y por Gua-
temala en1877; el proyecto de Código Civil del español García Goyena de 1851 seguido 
por el mexicano Justo Sierra en la elaboración de su proyecto de código que fue acogido 
en gran parte en el Código Civil del Imperio mexicano de 1866 y el Código General de 
México de 1870; seguido por Venezuela también este modelo de García Goyena, que lo 
adoptó en su código de 1867. Así mismo, el código español de 1889, impuesto desde su 
promulgación a Cuba y Honduras, que aún hacían parte de la Corona española, y luego 
influyó en el de Panamá de 1916. Constituyeron modelos aislados el Código italiano de 
1865, que influyó en el Código venezolano de 1873, el portugués de 1867 y el mexicano 
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Sarsfield para Argentina, el Esboço27 de Código Civil de Teixeira de Freitas 
para el Brasil y el Código Civil de Andrés Bello para Chile.
El Código Civil argentino de 1869, obra de Dalmacio Vélez Sarsfield, no 
incorporaba una norma general en materia de buena fe como principio que 
debe respetarse en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de las 
obligaciones, ni la proponía como deber de conducta de los contratos; a la vez 
que tampoco efectuaba remisión expresa a la buena fe como integradora de 
los efectos del contrato, pues se limitaba a señalar en el artículo 1198 que “los 
contratos obligan no solo a lo que esté formalmente expresado en ellos, sino a 
todas las consecuencias que puedan considerarse que hubiesen sido virtual-
mente comprendidas en ellos”. La ausencia de tales previsiones dio lugar a 
que parte de la doctrina interpretara ello como un rechazo del codificador a la 
figura de la buena fe28, mientras que otra parte de la doctrina se inclinó, por 
el contrario, por reconocer la vigencia del principio de la buena fe en el dere-
cho positivo argentino con varias décadas de anterioridad a la consagración 
legislativa de dicho principio, que tuvo lugar mediante la reforma de la Ley 
17711 de 1968[29], fundada en una revisión del texto normativo del Código 
Civil original de Vélez Sarsfield, en las que se plasman manifestaciones con-
cretas del principio de buena fe30 y, por supuesto, a la reforma al entero Código 
Civil que se surtió en 2015 y en la que se otorga gran despliegue a la buena fe.
de 1870, y el alemán de 1900 en el de Brasil de 1916. Cfr. alejandro guzmán brito, La 
codificación civil en Iberoamérica. Siglos xix y xx. Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 
2000, pp. 249-253.
27 No obstante haber fracasado como modelo en el propio Brasil, sin perjuicio de que su 
tradición sistemática y dogmática se hubiere conservado en el código brasileño de 1916, 
el Esboço de Código Civil de Teixeira de Freitas constituyó modelo para el Código ar-
gentino de 1869, código que fuera integralmente adoptado por el Paraguay en 1876 e 
influenciado al nicaragüeño de 1904 y al panameño de 1916. Cfr. ibíd., p. 251.
28 ariel álvarez gardiol, Introducción a una teoría general del derecho, Buenos Aires: As-
trea, 1975, p. 241.
29 Que reformó el artículo 1198 así: “Los contratos deben celebrarse, interpretarse y eje-
cutarse de buena fe y de acuerdo con lo que verosímilmente las partes entendieron o 
pudieron entender, obrando con cuidado y previsión”.
30 jorge mosset iturraspe, Justicia contractual, Buenos Aires: Ediar, 1979, pp. 122-130; 
mónica liliana fresneda saieg de hernández, david esborraz y carlos alfredo 
hernández, La evolución del contrato en los últimos treinta años a la luz de la doctrina y la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la nación. Conferencia sobre la evolución 
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Un proceso similar sufrió la codificación de 1916 en Brasil, que recogió el 
proyecto de Clóvis Bevilaqua, en el que no se incorporó ninguna disposición de 
carácter general que aluda al principio de buena fe en materia de obligaciones 
y contratos; ello a pesar de los claros y amplios antecedentes en materia de 
buena fe que contenían los proyectos que lo precedieron, el Esboço de Códi-
go Civil de Teixeira de Freitas (1859-1867)31 y el proyecto de Código Civil 
de Felicio dos Santos de 1886[32], y a la temprana consagración en el Código de 
Comercio de 1850 de la buena fe como canon hermenéutico de los contratos33, 
que sin embargo nunca desempeñó funciones de cláusula general y en realidad 
del derecho civil argentino. En homenaje a la doctora María Antonia Leonfanti, Rosario, 17 
y 18 de octubre de 1999, p. 4.
31 El brillante trabajo de Teixeira proponía un acápite denominado “da boa fé dos atos jurídi-
cos” cuyo artículo 517 establecía que “consiste a boa fé dos atos jurídicos na intenção de seus 
agentes relativamente a terceiros queando procedem sem simulação”, en el que parece incli-
narse por una noción de “buena fe” ligada a la intención de actuar leal y correctamente, 
evitando el daño a otros, a la vez que hace residir la mala fe en la conciencia de obrar en 
contra de la lealtad, engañando o con dolo. Es por ello que en el artículo 504 disponía 
que “haverá vicio de substância nos atos jurídicos, quando seus agentes não os praticaram com 
intenção, ou liberdade: ou quando não os praticaram de boa fé” y, en consonancia con ello, 
se dispone en el artículo 505 que “São vícios de substância, nos termos do artigo antecedente: 
[...] 3°. Por falta de boa fé, a simulação e a fraude”. Finalmente, como una aplicación del 
deber general contenido en el citado artículo 517 que abarca la totalidad de los actos jurí-
dicos, el artículo 1954 consigna el deber de cumplir los contratos de “buena fe”, so pena 
de las responsabilidades que de ello se deriven, al establecer que “os contratos devem ser 
cumpridos de boa fé, pena de responsabilidade pelas faltas (art. 844 a 847) segundo as regras 
do art. 881. Eles obrigam não só ao que expressamente se tiver convencionado, como a tudo que, 
segundo a natureza do contrato, for de lei, equidade, ou costume”. Como puede observarse, el 
proyecto de Teixeira otorgaba a la “buena fe” una amplitud y trascendencia inusual para 
su época, con lo que se anticipa incluso al precepto contenido en el artículo 2.º del Código 
suizo de 1907, cuya generalidad sigue siendo modelo hoy en día, en el cual el principio 
de la “buena fe” no se restringe al ámbito de las relaciones obligatorias sino que deviene 
presupuesto infaltable del ejercicio de todo derecho. “Chacun est tenu d’exercer ses droits 
et d’exécuter ses obligations selon les règles de la bonne foi”.
32 En el capítulo concerniente a los contratos en general el proyecto de Código Civil de 
Felicio dos Santos, específicamente en la sección relativa a los efectos de los contratos, se 
encuentra el artículo 1875, conforme al cual “Os contratos devem ser executados de boa-fé, 
e por isso obrigam, tanto ao que é neles expresso, como às suas consequências usuais e legais”, 
disposición con la que se hace depender la integración de la buena fe.
33 Art. 130, caput. e inciso 1: “sendo necessário interpretar as cláusulas do contrato, a interpreta-
ção, além das reglas sobreditas, será regulada sobre as seguintes bases: I. a inteligência simples 
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constituyó letra muerta34. La omisión de la expresa incorporación de la bue-
na fe no significó que dicho principio no se encontrara presente de manera 
profusa en dicho ordenamiento, pues se preveían múltiples manifestaciones 
del principio de buena fe plasmadas en reglas concretas relativas al modo de 
cumplir la prestación y al límite del ejercicio del derecho, por ejemplo. Ello dio 
lugar al entendimiento por parte de la doctrina de la aplicabilidad del princi-
pio de buena fe en el derecho brasileño35, mucho antes de la última reforma 
al Código Civil del 2002.
2 .  e l  m o d e lo  d e  b e l lo  e n  m at e r i a  d e  b u e na  f e  s e 
s e pa ra  d e  la  t e n d e n c i a  p r e c e d e n t e  o t o rg a n d o 
g ra n  f u e r z a  a l  p r i n c i p i o  d e  b u e na  f e  a  t rav  s 
d e  la  f u n c i  n  i n t e g ra d o ra  d e l  c o n t rat o
2 . 1 .  e l  c a r  c t e r  au t  c t o n o  d e l  c  d i g o 
d e  b e l lo  s e  m a n i f i e s ta  ta n t o  e n  la 
s i s t e m  t i c a  c o m o  e n  s u  c o n t e n i d o
La obra codificadora de Andrés Bello plasmada en el Código Civil para la Re-
pública de Chile, pero que luego se erige en uno de los modelos de codificación
e adequada, que for mais conforme à boa-fé, e ao verdadeiro espírito e naturaleza do contrato, 
deverá sempre prevalecer à rigorosa e restricta significação das palavras”.
34 judith martins-costa, “A boa-fé como modelo”, en Roma e America. Diritto Romano 
Comune. Rivista di Diritto Dell’integrazione e unificazione del Diritto in Europa e in America 
Latina. Atti del congresso internazionale “La formazione del sistema giuridico latinoa-
mericano: codidi e giuristi”, ii parte, n.º 13, 2002, p. 72.
35 antunes varela, Direitos das obrigações, vol. i, n.º 57, Río de Janeiro: Forense, 1977, p. 63, 
quien sostuvo su aplicabilidad por vía de la remisión genérica a los principios que efectúa 
el artículo 4.º de la Lei de introdução ao Código Civil. En el sentido, luiz gastão paes 
de barros leâes, “Notas sobre la boa-fé objetiva no sistema contratual brasileiro”, en 
Roma e America “principi per i contratti commerciali internazionali” e il sistema giuridico 
latinoamericano, n.º 9, 1996, p. 71. clóvis verissimo do couto e silva, A obrigação co-
mo processo, Río de Janeiro: fgv, 1964, pp. 28-44, le concede a la “buena fe” una función 
hermenéutica e integradora del contenido del negocio jurídico, con otros deberes que no 
emergen directamente de las declaraciones y que pueden perdurar aun cuando la obli-
gación principal ha sido cumplida. josé carlos moreira alves, “A boa-fé objetiva no 
sistema contratual brasilero”, en Roma e America. Diritto Romano Comune. Rivista di Diritto
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más ampliamente difundidos en América Latina36, es un código verdadera-
mente autóctono37, de ninguna manera una copia del Código Civil francés38, 
sino que, por el contrario, se trata de un código en el que confluyen la tradición 
del derecho romano, el derecho castellano recopilado en fueros y ordenamien-
tos, el derecho elaborado para las Indias y, por supuesto, el Código Napo-
leónico. Novedoso para la época, el Código de Bello pone a tono la tradición 
romanista con las exigencias de la realidad Latinoamericana, reflejada en la 
adhesión que demuestran sus reglas a las exigencias económicas y sociales de 
la época y, en particular, con el espíritu libertario que comportaba la misma 
 Dell’integrazione e unificazione del Diritto in Europa e in America Latina, n.º 7, 1999, p. 149, 
quien sostiene que no obstante no estar recogida en el Código Civil de 1916, la “buena 
fe” es una cláusula general que otorga al juez, en la disciplina de las relaciones jurídicas 
concretas, los patrones de comportamiento o de valores de conducta ética y social que 
hacen posible extraer para las partes del negocio, consecuencias restrictivas, correctivas o 
integradoras de deberes que no están previstos en normas legales o por voluntad expresa 
de los contratantes, pero se derivan de esos patrones o de esos valores en cualquiera de 
sus modalidades básicas: restrictiva, reguladora y extensiva.
36 Cfr. guzmán brito, La codificación civil en Iberoamérica..., óp. cit., p. 250, quien señala 
que “Ya en 1857 el Ecuador acogió integralmente al Código chileno; le siguieron los es-
tados granadinos de Santander en 1858 y Cundinamarca en 1859; El Salvador también 
en 1859, Venezuela en 1862, Nicaragua en 1871 y Honduras en 1860 y de nuevo en 1906. 
A su vez, el Código de Cundinamarca se convirtió en modelo para los estados granadi-
nos de Cauca (1859), Panamá (1860), Tolima (1861), Boyacá (1863), Antioquia (1864) y 
Magdalena (1866) y para el Distrito Federal en 1861. Por su parte, el código de Santander 
fue modelo para los Estados Unidos de Colombia en 1873, que la unitaria República de 
Colombia adoptó finalmente en 1887 para todo el territorio”.
37 Sobre este particular, véase el trabajo de c. ghisalberti, “Il Codice di Andrés Bello, 
Codice latino-americano”, en Andrés Bello y el derecho latinoamericano, Caracas: La Casa 
de Bello, 1987, p. 315.
38 Como sí ocurrió con los códigos de la Luisiana de 1808 y 1825, de Haití de 1816 y 1825, del 
estado mexicano de Oaxaca entre 1827 y 1829, de Bolivia en 1830 y 1845 y de la República 
Dominicana desde 1845, en los cuales se adoptó integralmente el Código Civil francés. 
Cfr. guzmán brito, La codificación civil en Iberoamérica..., óp. cit., pp. 249-250, quien 
sostiene además que “El código chileno aprovechó al francés solo como modelo general y 
como fuente de temas y tópicos legislativos por tratar. Para darle contenido Bello acudió 
directamente a las fuentes”. alejandro guzmán brito, “La buena fe en el Código Civil 
de Chile”, en aa. vv., Il ruolo della buona fede oggettiva nell’esperienza giuridica storica e 
contemporanea (Atti del Convegno internazionali di studi in onore di Alberto Burdese), t. ii, 
Padua: Cedam, 2003, p. 296.
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expedición de la propia legislación que regiría tan importante parte de la vida 
de las nacientes repúblicas.
En efecto, el Código de Andrés Bello es una obra que se distingue por su 
originalidad39, la cual se evidencia en su correspondencia con la tradición ju-
rídica latinoamericana, nutrida por las instituciones jurídicas romanas40, por 
el derecho eclesiástico, por el derecho consuetudinario castellano y las Siete 
Partidas41, y por la clara conciencia de que una codificación no puede poseer 
vocación de plenitud42.
Original es igualmente la estructura del Código de Bello, cuyo orden co-
rresponde sustancialmente con el propuesto en las instituciones de Gayo43, 
con lo cual “evitó la incidencia de la sistemática general del prestigioso código 
francés en el chileno”44.
39 hanns-alber steger, “Derecho romano y modelo universitario de Andrés Bello”, en 
Andrés Bello y el derecho latinoamericano, Caracas: La Casa de Bello, 1987, p. 180.
40 Al respecto, Cardilli señala que el Código Civil chileno de 1855 constituye “un nuevo 
modelo de código dentro el sistema jurídico con raíces romanistas, respecto a aquellos 
existentes ya en Europa (esencialmente alr, Code Napoléon, abgb, los códigos civiles 
italianos preunitarios). Este signa en modo más marcado –respecto a los primeros códigos 
latinoamericanos– la consiente especificidad que el derecho fijado en este código presen-
taba en relación al complejo percurso del derecho romano –derecho castellano– derecho 
de las Indias, percurso que ofrecía a un jurista de la sensibilidad humanista de Bello un 
proficuo terreno de relectura y recuperación de reglas, conceptos y principios de aquella 
tradición, contemporáneamente desvanecidos o menos valorizados en los modelos que 
se estaban formando en Europa (más allá del modelo codificado francés, aquél alemán 
en formación a través del trabajo de la escuela histórica y después de la pandestistica ale-
mana)”. riccardo cardilli, “La buona fede come principio di diritto dei contratti”, en 
Roma e America. Diritto Romano Comune. Rivista di Diritto Dell’integrazione e unificazione 
del Diritto in Europa e in America Latina. Atti del congresso internazionale “La formazione 
del sistema giuridico latinoamericano: codidi e giuristi”, ii parte, n.º 13, 2002, p. 174.
41 El propio Andrés Bello escribió en el Araucano del 6 de diciembre de 1839: “Nuestra 
legislación civil, sobre todo la de las Siete Partidas, encierra lo mejor de la jurisprudencia 
romana, cuyo permanente imperio sobre una tan grande y tan ilustrada parte de Europa 
atestigua su excelencia”.
42 En el Araucano del 28 de junio de 1833, sostuvo Andrés Bello: “Habrá sin duda casos que 
no hayan sido previstos por las leyes, porque ¿qué legislación puede preveerlo todo?”.
43 Personas, cosas y acciones, con sus correspondientes definiciones, particiones y divisiones.
44 alejandro Guzmán Brito, “La sistemática del Código Civil de Andrés Bello”, en Andrés 
Bello y el derecho latinoamericano, Caracas: La Casa de Bello, 1987, pp. 317-328.
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Pero no solo en la estructura se separó Bello del Código Napoleónico, sino 
en diversos aspectos, como, por ejemplo, en el hecho de que Bello mantuvo 
la tradición romana que distingue entre título y modo, y por ende, conservó la 
“tradición” como modo de adquirir y los contratos como título, mientras 
que el Código francés elimino la diferencia entre título y modo, suprimió la 
tradición de los modos de adquirir. Esto dio lugar a que los contratos pasaran 
a ostentar la calidad de modo de adquirir, lo que en últimas condujo a que en 
Código Napoleónico se incluyeran en el libro relativo a “las maneras de ad-
quirir la propiedad” tanto las sucesiones, las donaciones, como los contratos. 
De otra parte, se apartó del modelo francés en el título preliminar, que sigue 
al Código Luisiano y directamente al Digesto (D. 50.16) en lo concerniente 
a la significación de las palabras; como igualmente lo hizo en el libro primero 
que puede ser declarado como obra de “síntesis sistemática” de Bello, que se 
aparta particularmente del francés en materia de ubicación de las tutelas y 
curadurías. Así mismo, se separó del francés en el libro segundo concerniente 
a los bienes, en cuanto el Código Napoleónico omitió tratar materias como la 
posesión, la ocupación, la propiedad fiduciaria, la reivindicación y las accio-
nes posesorias, las cuales fueron incorporadas en las respectivas rúbricas del 
Código chileno. Por otra parte, en materia de obligaciones y contratos, si bien 
es cierto la influencia del Código Napoleónico fue notoria, Bello perfeccionó 
el modelo francés al trasladar el título sobre el efecto de las obligaciones al 
final y al crear títulos sobre obligaciones de género y facultativas, a la vez que 
reclasificó los contratos45.
Por lo que puede sostenerse que Bello fue “un ordenador original, sin que 
ello signifique que para la creación de su sistema no haya tenido a la vista los 
códigos disponibles de su tiempo, que le dieron el panorama general a partir 
del cual formó su propio sistema”46.
45 Ibíd., pp. 317-332. Guzmán Brito ofrece un detallado estudio sobre las particularidades 
del Código de Bello frente a los modelos que lo inspiraron.
46 Ibíd., p. 331.
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2 . 2 .  la  o r i g i na l i da d  d e l  c  d i g o  d e  b e l lo  s e  r e f l e j a 
i g ua l m e n t e  e n  la  i n c o r p o rac i  n  d e l  p r i n c i p i o  d e 
b u e na  f e  y  e n  la s  f u n c i o n e s  q u e  d e  e s t e  h ac e  d e r i va r
Fue la obra de Andrés Bello, sin olvidar los eventuales antecedentes47, la que, 
producto de sus conocimientos del derecho romano48, dio vida en el ámbito 
47 Un antecedente podría encontrarse en el proyecto de Código Civil de Eduardo Acevedo, 
elaborado entre 1847 y 1849, como obra de iniciativa privada para la República Oriental 
del Uruguay, acompañado de sus respectivas notas, el cual fue editado en Montevideo en 
1852 y durante largo periodo (1853 a 1857) lleno de vicisitudes fue sometido a conside-
ración de la Cámara de Diputados y del Senado, donde finalmente se le archivó. Dicho 
proyecto, cuya estructura se aparte del Código Civil Francés, se fundó en las raíces co-
munes del derecho romano que nutren el derecho castellano y en obras de autores fran-
ceses (Domat, Pothier, Toullier, Tropolong). Cfr. guzmán brito, La codificación civil 
en Iberoamérica..., óp. cit., pp. 458-462. En dicho proyecto, el inciso tercero del artículo 
1343 disponía que: “Todas [las convenciones] deben ejecutarse siempre de buena fe, sea 
cual fuere su denominación, es decir, obligan no solo a lo que se expresa en ellas, sino a 
todas las consecuencias que la equidad, el uso o la ley atribuyen a la obligación, según su 
naturaleza” (bastardillas fuera del texto). De la lectura del artículo resulta evidente que 
para Acevedo la integración del contenido del contrato explica el alcance de la obligación 
de ejecutar el contrato de buena fe. Por demás, la única nota que acompaña el referido 
inciso, la nota 5, solo hace alusión que el propósito del autor era proscribir la antigua 
clasificación de los contratos en de bonae fidei y stricti iuris, declarando expresamente que 
todos los contratos son de buena fe.
 Otro antecedente parece ser encontrado en la obra de c. é. delvicourt (Institutes de droit 
français, t. ii, París: Fournier Frères, 1810, p. 268), en la que, producto de una técnica de la 
exégesis que permite la lectura combinada de textos expresamente dispuestos en el interior 
del Código, le fue posible afirmar que “de los tres efectos de las convenciones el tercero es 
el de reclamar siempre la buena fe en la ejecución, es decir, que las convenciones obligan 
no solo a aquello que en ellas está expreso [artículo 1134] sino también a todo aquello que 
la equidad, el uso o la ley requieren según la naturaleza de la obligación [artículo 1135]”. 
cardilli, “La buona fede come principio...”, óp. cit., p. 175. Apreciación esta que com-
partirían posteriormente otros comentaristas del Código Civil francés que arribaron a la 
misma conclusión que Bello, esto es, que “la regla del artículo 1135 es una consecuencia de 
aquella del artículo 1134 inciso 3.º”. Véanse f. laurent, Principes de droit civil, Bruselas: 
Bruylant-Christophe y A. Marescq, 1893, p. xvi; g. b. baudry-lacantinerle y l.-j. 
barde, Traité théorique et pratique de droit civil. Des obligations 3, París: Librairie de la 
Société du Recueil Gal des Lois et des Arrêts Fondé et du Journal du Palais, 1906. «L’ar-
ticle 1135 ne fait que déduire une conséquence de ce principe [contenido en el artículo 1.134 
inciso 3°1]”. guzmán brito, “La buena fe en el Código Civil de Chile”, óp. cit., p. 14.
48 Para los juristas romanos era clara la función integradora de la buena fe como se desprende, 
por poner solo un ejemplo, de D. 19,1,11,1. Ulpiano, Comentarios al edicto, libro xxxii. 
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de las codificaciones del siglo xix a la función integradora del contrato como 
una función propia del principio de buena fe49.
En efecto, el Código Civil chileno de 1855, al tenor de lo establecido en el 
artículo 1546, dispone que “los contratos deben ejecutarse de buena fe y, por 
consiguiente, obligan no solo a lo que en ellos se expresa sino a todas las cosas 
que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación o que por ley o la 
costumbre pertenecen a ella” (bastardillas fuera del texto).
Es realmente la actividad codificadora de Bello la que concreta verdaderas 
innovaciones en materia de la función integradora de la “buena fe”, la que 
logra dar “un verdadero salto de cualidad”50:
“Y ante todo se ha de saber, que se comprende en este juicio solamente lo que se convino 
que se entregue; porque siendo juicio de buena fe, nada es más conforme a la buena fe, que 
el que se cumpla lo que se convino entre los contratantes; pero si nada se convino, en-
tonces se harán las prestaciones que naturalmente se contienen en la naturaleza de este 
contrato”. De manera que, en el derecho romano, el pretor consideraba la fides bona una 
nueva fuente de obligaciones separada de las acciones del más antiguo ius civile, de ahí 
que resultaba esencial el valor normativo de la cláusula oportere ex fide bona y evidente la 
condición de fuente que se reconocía a la fides bona, como quiera que dicha cláusula designa 
con base en criterios objetivos cuales son las prestaciones que, conforme a la buena fe, le 
debe una parte a la otra. Cfr. martha lucía neme villarreal, La buena fe en el derecho 
romano. Extensión del deber de actuar conforme a buena fe en materia contractual, Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2010, p. 156. En el mismo sentido, cfr. roberto 
fiori, “Bona fides formazione, esecuzione e interpretazione del contratto nella tradizione 
civilistica (segunda parte)”, en Modelli teorici e metodologici nella storia del diritto privato, 
Nápoles: Jovene Editore, 2011, p. 240, quien refiriéndose al rol de la buena fe en derecho 
romano y, en particular, en los iudicia bonae fidei, señala que: “la bona fides concierne de 
un lado a la interpretatio, o sea a la actividad científica desarrollada por los jurisprudentes 
con función normativa; de otro lado, respecto al negocio particularmente considerado, se 
avecina a aquella que la doctrina civilista llama ‘interpretación integrativa’”.
49 guzmán brito, “La buena fe en el Código Civil de Chile”, óp. cit., p. 14, quien señala al 
respecto que “la idea de atribuir a la buena fe el efecto de expandir el círculo de las obli-
gaciones contractuales a más allá de lo expresado en el contrato mismo, Bello la obtuvo 
de su experiencia romanística, y que esta idea la proyectó en la redacción del artículo 
1546 Código Civil chileno, en donde, como ya hicimos notar, que los contratos ‘obligan 
no solo a lo que en ellos se expresa, sino’ a algo más aparece como una consecuencia (“por 
consiguiente”) de que ‘los contratos deben ejecutarse de buena fe’”.
50 david fabio esborraz, Contrato y sistema en América Latina. Buenos Aires: Rubinzal 
- Culzoni Editores, 2006, p. 125. El autor encuentra en el hecho de haber destacado “el 
papel de principio general de derecho de los contratos en su doble función de patrón de 
conducta y de fuente de integración del negocio contractual”.
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En primer lugar, Bello supera los modelos de códigos latinoamericanos 
que no incorporan expresamente a la buena fe dentro de su articulado.
En segundo lugar, Andrés Bello se distancia de la propuesta legislativa del 
Código francés que mantuvo separada la obligación de ejecutar los contratos 
de buena fe (artículo 1134) y el alcance de las obligaciones derivada de los con- 
tratos, que se extiende no solo a lo que en ellos se expresa sino a las conse-
cuencias que la equidad, el uso o la ley dan a la obligación según su naturaleza 
(artículo 1135), formulación en la que resulta totalmente inconexa la función 
integradora del contrato con la obligatoriedad de ejecutarlo siguiendo los 
presupuestos de la buena fe, por lo que se ha sostenido que el Code Napoléon 
limita la función del principio de buena fe “a mero parámetro de valoración 
de la conducta observada por los contratantes en el momento de la ejecución de 
las obligaciones nacidas de la convención; dejando librada la integración del 
mismo solo a lo que resultaba de la equidad, los usos y la ley”51, restringiendo 
así grandemente el ámbito de la integración52.
Además, el modelo de Bello supera al francés en cuanto en este la
“naturaleza de la obligación” cumple un papel secundario, de referencia y medida 
para las “suites” que la equidad, el uso o la ley dan a cada obligación. [Mientras 
que] en el código chileno, la “naturaleza de la obligación” es directamente una 
fuente de “cosas” que pertenecen a la obligación, en el mismo nivel que la ley y 
la costumbre, que también son fuentes de “cosas” que pertenecen a ella53.
En tercer lugar, Bello da un paso adelante frente al Código Civil italiano de 
1865, en el que no obstante reunir, a diferencia del francés, en un solo artículo 
la obligación de que los contratos sean ejecutados de buena fe con lo atinen-
te a la integración del contrato, agrupó los dos argumentos bajo la partícula 
copulativa “y”, mientras que el código de Bello no solo los reúne, sino que 
los conjuga en una relación de dependencia, utilizando la expresión “y por 
51 Ibíd., p. 124.
52 Porque si existieren “consecuencias” que “no son consuetudinarias, ni legales ni equita-
tivas, que el juez francés no debería considerarlas, pero que atendido el concepto romano 
de la bona fides, un juez romano sí consideraría”. alejandro guzmán brito, “La buena 
fe en el Código Civil de Chile”, Revista Chilena de Derecho, vol. 29, n.º 1, 2002, p. 16.
53 Ibíd., pp. 12 y 16.
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consiguiente”, con lo que directamente hace derivar de la “buena fe” la nece-
sidad de integrar el contrato, no solo con lo expresamente pactado, sino con 
“todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación o 
que por ley o la costumbre pertenecen a ella”. En una propuesta que trasciende 
el papel de la buena fe como mero modelo de conducta de obligatoria obser-
vancia en todos los contratos, pues además no solo aclara explícitamente que 
es por virtud de la buena fe que se produce la integración del contenido del 
contrato, determinando la función integradora de la buena fe, sino que de- 
ja abierta la incorporación de los valores ínsitos en el principio en el propio 
proceso de integración, dado que justamente entre las “cosas que emanan de 
la naturaleza de la obligación” se encuentran por supuesto las reglas, que en 
razón del poder normativo de la buena fe emanan del principio explicitando 
los valores que conforman el sintagma fides bona54.
En cuarto lugar, porque Bello va más allá de la referida propuesta del 
proyecto de Código Civil de Eduardo Acevedo, la cual no obstante presentar 
una síntesis entre ejecución de buena fe e integración del contrato: “Todas 
[las convenciones] deben ejecutarse siempre de buena fe, sea cual fuere su 
denominación, es decir, obligan no solo a lo que se expresa en ellas, sino a to-
das las consecuencias que la equidad, el uso o la ley atribuyen a la obligación, 
según su naturaleza” (bastardillas fuera del texto ), esta es realizada por Ace-
vedo mediante el uso de la conjunción “es decir”, de contenido meramente 
54 Ya lo había señalado javier humberto facco, Vicisitudes de la buena fe negocial. Reflexiones 
histórico-comparativas, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017, p. 247, quien 
compara el tratamiento que Bello da al tema en sus Instituciones de derecho romano de 1843 
con la regla que finalmente incorporó en el proyecto que se erigió en Código Civil de 
Chile: “Son dos las diferencias sustanciales entre la obra institucional y la obra codifi-
cadora de Bello. En efecto, esta última importa una instancia superadora de aquella por 
dos motivos: primero por situar (aunque sea mediante elipsis) a la buena fe en lugar de la 
equidad, como factor de integración del contrato; segundo, por cancelar toda distinción 
entre contrato de buena fe de derecho estricto. La buena fe, por lo tanto, alcanza a todos 
los contratos”. Ello por cuanto, como puede leerse en sus Instituciones de derecho romano, 
Bello señalaba que los contratos se dividen en “unilaterales en que se obliga una sola de 
las partes; y bilaterales en que se obligan ambas. Aquellos se llaman también stricti juris 
y estos boni fedei: en los primeros nada más se puede pedir lo que expresamente se ha 
pactado y en los segundos se debe además todo aquello exige la equidad”. andrés bello, 
Instituciones de derecho romano, Santiago: Librería Central de Augusto Raymond, 1871 
p. 135. Disponible en: http://libros.uchile.cl/209. Fecha de consulta: 28 de junio de 2019.
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aclarativo o explicativo del alcance de la obligación de ejecutar el contrato de 
buena fe; dicha expresión no logra conjugar la fuerza determinante utilizada 
por Bello con la locución adverbial consecutiva “y por consiguiente”, que no 
solo explica, sino que va más lejos al determinar el carácter de fuente, de ori-
gen, de causa, de consecuencia lógica de la integración en la buena fe. Como 
más allá va también de la propuesta de Delvincourt, quien con gran esfuerzo 
logra, dentro la técnica de la exégesis, vincular las funciones de la buena fe 
contenidas en dos artículos separados en el Code Civil, sin alcanzar el trabajo 
de conjunción que propone Bello al explicitar en la buena fe la causa de la 
integración y al extender el proceso de integración no solamente respecto a 
aquello que se derive del uso o la ley según la naturaleza de las convenciones, 
sino a aquellas “cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obliga-
ción”, expresión que no puede ser equiparada a la naturalia contractus, aque-
llas que “se entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula especial”. 
Esta es una noción técnica que diferencia los elementos de cada contrato en 
esenciales, naturales y accidentales, a la cual no puede ser reducida la previsión 
de Bello en el artículo 1546 al referirse al alcance de la integración, a riesgo de 
resultar superflua55, pues esta última, “cosas que emanan precisamente de la 
naturaleza de la obligación”, es sin duda más amplia y no se reduce a las pre-
visiones de la ley, pues, como ya se ha dicho, esta previsión alude a aquello que 
“deriva de manera directa de la buena fe como criterio normativo de carácter 
integrador”56.
Así las cosas, este “salto de cualidad” que presenta el modelo de Andrés 
Bello en esta materia no permite encuadrar su trabajo como una mera re-
sonancia de lecturas previas, sino que expresa verdadera originalidad en la 
55 guzmán brito, “La buena fe en el Código Civil de Chile”, 2002, óp. cit., pp. 16-18, en 
donde el autor sostiene: “La diferencia es, pues interna y radica en que la obligación a 
los naturalia la establece la ley, sin consideración necesaria a una exigencia objetiva ema-
nada del contrato. En tanto las cosas en referencia deben ser una deducción objetiva del 
ser de la obligación, cuya sanción obligacional proviene de la buen a fe. Para saber cuáles 
son los naturalia, basta leer la ley; para saber cuáles cosas emanan de la naturaleza de la 
obligación son necesarias dos apreciaciones: la primera concerniente al vínculo entre 
la cosa de la cual se trata y la naturaleza de la obligación: la segunda, que efectivamente la 
buena fe obliga a esa cosa”.
56 facco, óp. cit., p. 251.
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estructura que presenta la regla y en su contenido, pues no solo incorpora la 
obligatoriedad de la ejecución de los contratos conforme a buena fe, establece 
en la buena fe la causa de la obligación de integrar el contrato con obligaciones 
no previstas y extiende los criterios de integración no solo a los usos y a la ley, 
sino que incorpora las exigencias de la propia buena fe como factor de integra-
ción del contrato a través de la inclusión de una fórmula amplia, conforme a 
la cual el contrato se integra con “cosas que emanan precisamente de la natu-
raleza de la obligación”, conjugando así de manera espléndida las funciones 
normativa e integradora del principio de buena fe. Pero, además, por esta vía 
diríamos que no solo tiene la capacidad de incorporar a la equidad, sino que 
hoy en día nos permitiría añadir otros principios y derechos fundamentales 
como factores de integración de las obligaciones contractuales.
3 .  lo s  d e s a r ro l lo s  l e g i s lat i vo s  lat i n oa m e r i c a n o s 
d e  la  f u n c i  n  i n t e r p r e tat i va  d e  la  b u e na  f e 
s e  r e a l i z a n  a  pa rt i r  d e  s u  r e lac i  n  c o n  la 
f u n c i  n  i n t e g ra d o ra  d e l  c o n t rat o  f i j a da 
p o r  e l  m o d e lo  p ro p u e s t o  p o r  b e l lo
En el contexto fijado por el modelo de Código Civil de Andrés Bello, en el 
que confluyen la complejidad de las funciones de la buena fe en cuanto nor-
mativa e integradora, resulta consonante que la función interpretativa se 
realice considerando los efectos que dichas funciones tienen en relación con 
las obligaciones de las partes que deberán ser objeto de interpretación a fin 
de determinar su alcance.
La función interpretativa es considerada por Bello esencial a la comprensión 
del alcance de las obligaciones que se surten en las relaciones obligacionales, 
pues sostiene que es necesario fijar reglas para la interpretación de los tratados, 
testamentos, leyes y demás actos escritos, incluido los contratos, que sirvan 
para fundar derechos entre las diferentes partes y fundamenta su afirmación 
en diversas razones: por la necesidad de claridad ante la muy usual ambigüe-
dad del lenguaje, por la diferencia entre la generalidad con que se formulan las 
reglas y las particularidades del caso al que han de ser aplicadas, por el carácter 
dinámico y flexible del derecho indispensable para adecuarse a la naturaleza de 
las cosas humanas, por las eventuales contradicciones e incompatibilidades 
del acto o documento, y por la mala fe de quienes predisponen los textos, de 
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suerte que para evitar tales abusos deben ser interpretados restringiendo las 
ventajas ilegítimamente obtenidas57.
De las consideraciones de Bello, apenas expuestas, emerge que a su jui-
cio el proceso interpretativo, que ineludiblemente debe tener lugar en toda 
relación obligacional, cualquiera sea su fuente, requiere, en primer lugar, del 
proceso de integración a fin de completar el contenido negocial objeto de in-
terpretación y de comprender la función para la que fue creado, que en materia 
contractual, como ya hemos señalado, comprende la incorporación, más allá 
de lo expresamente señalado por las partes, de todas aquellas obligaciones que 
“emanan de la naturaleza de la obligación o que por ley o la costumbre perte-
necen a ella”; integración mediante la que se añaden otras obligaciones, pero 
que también puede dar lugar a la exclusión o modificación de las obligaciones 
expresamente previstas por las partes, como cuando en el ejemplo propuesto 
por Bello resultan ilegítimas por transgredir el principio de buena fe, en una 
aplicación que llamaremos “integración restrictiva”.
Ahora bien, este proceso de integración debe tener en cuenta no solo las 
particularidades del caso, como lo advierte Bello, sino que debe además tomar 
en consideración el carácter flexible del derecho, que en nuestra materia hace 
alusión a la ductilidad propia del principio de buena fe, conforme a la cual la 
integración de las reglas que emanan de la buena fe no puede tener lugar de 
manera automática, pues no se trata de un catálogo de reglas de aplicación 
inmediata, pues la complejidad del principio de buena fe se pone de manifiesto 
en la propia naturaleza dúctil del principio, que hace imposible determinar 
el contenido de la buena fe en términos preestablecidos, según reglas fijas e 
inmutables, pues por el contrario, en la aplicación al caso concreto estas reglas 
57 andrés bello, Obras completas de Don Andrés Bello, vol. x, Derecho internacional, San-
tiago: Pedro G. Ramírez, 1886, pp. 173-174, en el que sostiene que: “primeramente, por 
la inevitable ambigüedad a que da margen muchas veces la imperfección del lenguaje; 
segundo, por la generalidad de las expresiones que es necesario saber aplicar a los casos 
particulares que se presentan; tercero, por la perpetua fluctuación de las cosas humanas, 
que produce nuevas ocurrencias difíciles de reducir a los términos de la ley o tratado, si 
no es por inducciones sacadas del espíritu del legislador o de los contratantes; cuarto, por 
las contradicciones incompatibilidades aparentes o reales que en lo escrito se nos ofrecen, 
y que es necesario examinar cuidadosamente para conciliarlas, o a lo menos para elegir 
entre los diferentes sentidos; y quinto, por la estudiada oscuridad de que se sirven muchas 
veces los contratantes de mala fe para labrarse especiosos derechos, o prepararse refugios 
con que eludir sus obligaciones”.
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se encuentran sujetas a una valoración conforme al principio mismo, lo que 
hace que a veces aquellas reglas no sean aplicables58, o incluso lo sean de una 
manera diversa59, pues de emplearse automáticamente sin consideración a 
la sustancia misma de la buena fe, se estaría vulnerando el propio principio. 
De ahí la importancia de observar la aplicación práctica del principio que se 
concreta en el sometimiento de los casos particulares a la consideración del 
intérprete a la luz de los valores del principio, que impone de por sí la consi-
deración de los intereses de las partes y del particular equilibrio contractual 
fijado por las mismas, entre otros60.
Podría decirse que se construye así un modelo de interpretación estrecha-
mente ligado a la integración61. Este modelo de conjunción entre integración 
e interpretación regido por la buena fe se difundió en América Latina62, no 
obstante que la mayor parte de los códigos civiles latinoamericanos no contem-
plaban una norma expresa que consagrara la función interpretativa de la buena 
fe, lo cual no significó que en el subsistema latinoamericano el principio de 
58 Como cuando, por ejemplo, se justifica la exclusión de alguna de las reglas que emanan 
del principio, por corresponder con la función del negocio, v. gr. exclusión de la asunción 
de riesgos en una operación de futuros o cobertura en el mercado bursátil, siempre que 
no altere el núcleo esencial del principio; esto es, las reglas sobre honestidad, probidad, 
prohibición del dolo, que no constituya una práctica abusiva en perjuicio de una parte 
débil y siempre que no altere el equilibrio que deba ser preservado al tenor de las exigen-
cias del principio.
59 V. gr., la inaplicación de la regla favor debitoris, cuando quiera que el deudor sea una parte 
fuerte en la contratación, pues en estos casos la buena fe impondría siempre el favoreci-
miento de la parte débil, invirtiendo la regla en el caso concreto para favorecer al acreedor.
60 martha lucía neme villarreal, “El principio de buena fe en materia contractual en 
el sistema jurídico colombiano”, Revista de Derecho Privado, n.º 11, 2007, p. 116.
61 De la relación entre interpretación e integración en el ámbito europeo hablaba emilio 
betti, Interpretazione della legge e degli atti giuridici. Teoria generale e dogmatica, Milán: 
Giuffrè, 1971, pp. 407 y ss., para quien “en el ámbito de la interpretación jurídica no existe 
antítesis entre interpretación e integración” (p. 135). Véase también stefano rodotà, 
Le fonti di integrazione del contratto, Milán: Giuffrè, 2004.
62 Al respecto cardilli, “La buona fede come principio di…”, óp. cit., p. 185, sostiene que 
la historia del rol de la buena fe en América Latina confirma que la buena fe “sostiene, 
concurre a crear y delimita el vínculo obligatorio y las prestaciones en ella contenidas, 
sosteniendo y perfeccionando en la dinámica de la relación el momento propulsor del 
encuentro de la voluntad de las partes [...] incluso en ordenamientos en los cuales aquella 
no había sido inicialmente incluida en el derecho escrito de las nuevas repúblicas surgidas 
del proceso de independencia”.
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buena fe no cumpliera tal función, a través de una especie de “Inmanencia 
de la función interpretativa de la buena fe en donde no está expresamente 
previsto”63, pues, como se dijo, esta función interpretativa se encontró estre-
chamente ligada a la función integradora, sea en los códigos que siguieron el 
modelo de Bello64, como en aquellos que siguieron otros modelos65.
63 j. m. rodríguez olmos, La interpretación de los contratos en el sistema jurídico latinoameri-
cano. Propuesta de articulado en el marco de un proyecto de código tipo en materia de contratos y 
obligaciones para América Latina, Tesis de Maestría, Università Degli Studi Di Roma Tor 
Vergata, 2006, p. 48. Sostiene el autor que “alejándose de nuevo en la sustancia del Código 
Civil francés, Bello coloca el principio de la buena fe como parámetro de valoración del 
contrato, el cual juega un papel fundamental en la recepción del acto negocial por parte 
del ordenamiento y, por lo mismo, necesariamente presente en el momento interpretativo. 
Es por ello que se hace descender de la buena fe tanto el deber de las partes de cumplir 
lo que en el contrato fue expresado, como de aquello que resulte necesario de acuerdo a 
la buena fe misma”.
64 Ibíd., p. 48. “los códigos civiles de Chile, Colombia (art. 1603), Ecuador (art. 1589), El 
Salvador (art. 1417), Honduras (art. 1546) y Bolivia (art. 520) que adoptaron sustancial-
mente el modelo de elaborado por Andrés Bello, se puede encontrar un planteamiento 
mucho más incisivo y atento a la operatividad de la buena fe de acuerdo con el modelo del 
derecho romano, al colocarla como criterio de valoración general en el art. 1546 (C.C.Ch.): 
‘Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que 
en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la 
obligación, o que por la ley o la costumbre pertenecen a ella’”.
65 Así, por ejemplo, el Código Civil de Oaxaca de 1827-1829, artículos 931: las convencio-
nes “deben ser ejecutadas de buena fe” y 932 “las convenciones obligan no solo a lo que 
se expresa en ellas sino también a todos los resultados que la equidad, el uso o la ley dan 
a la obligación según su naturaleza”; el Código Civil del Perú de 1852, en cuyo artículo 
ix del título Preliminar disponía que “los jueces no pueden suspender ni denegar la ad-
ministración de justicia, por falta, oscuridad o insuficiencia de las leyes; en tales casos 
resolverán, atendiendo: [...]. 3. A los principios generales del derecho” y en su artículo 
1852, en materia de integración, si bien no renviaba a la buena fe, sino a la equidad y a 
la ley según su naturaleza, ello no impidió que los comentaristas de la época invocaran 
a la buena fe a efectos de integrar el contenido del contrato. Cfr. esborraz, Contrato y 
sistema en América Latina, óp. cit., p. 133. Como igualmente sucedió con el Código Civil 
de Costa Rica de 1886, artículo 1023: “Los contratos obligan tanto a lo que se expresa en 
ellos, como a las consecuencias que la equidad, el uso o la ley hacen nacer de la obligación, 
según la naturaleza de esta” (p. 134). El Código Civil puertorriqueño de 1890 contempla 
en su artículo 1210 que “los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento y, desde 
entonces, obligan no solo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino a todas las 
consecuencias que según su naturaleza sean conformes a la buena fe, al uso y a la ley”.
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Producto de esa comprensión de la función interpretativa de la buena fe, 
forjada a partir de la integración del contenido del contrato, las más recientes 
codificaciones latinoamericana han reconocido expresamente el rol de la buena 
fe en materia de interpretación del alcance de las obligaciones de las partes en el 
ámbito negocial. Así, en la reforma de 1968 del Código Civil argentino66, en 
el Código Civil peruano de 1984[67], en el Código Civil de Paraguay de 1985[68], 
en el Código de Procedimiento Civil de Venezuela expedido en 1990[69] y, más 
recientemente, en el Código Civil del Brasil de 2002[70] y en Código Civil y 
Comercial de Argentina de 2014[71].
Pero, con independencia de una expresa consagración normativa, la doctri-
na72 y los recientes trabajos del Grupo para la Armonización del Derecho para 
66 La reforma del Código Civil argentino llevada a cabo en 1968 dispuso que el artículo 1198 
del Código Civil original de Vélez Sarsfield quedaría así: “Los contratos deben celebrarse, 
interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo con lo que verosímilmente las partes 
entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión”.
67 Código Civil del Perú, artículo 168: “El acto jurídico debe ser interpretado de acuerdo 
con lo que se haya expresado en él y según el principio de la buena fe”.
68 Código Civil del Paraguay, artículo 714: “Si a pesar de la aplicación de las normas pre-
cedentes, subsistiere la obscuridad del contrato, deberá este ser entendido en el sentido 
menos gravoso para el obligado, si fuere a título gratuito; y en el sentido que realice la 
armonización equitativa de los intereses de las partes, si fuere a título oneroso. El contrato 
debe ser interpretado de acuerdo con la buena fe”.
69 Código de Procedimiento Civil de Venezuela: “en la interpretación de contratos o actos 
que presenten oscuridad, ambigüedad o deficiencia, los jueces se atendrán al propósito y 
a la intención de las partes o de los otorgantes, teniendo en mira las exigencias de la ley, 
de la verdad y de la buena fe”.
70 Código Civil de Brasil, artículo 113: “Os negócios jurídicos devem ser interpretados conforme 
a boa-fe e os usos do lugar de sua celebração”.
71 Código Civil y Comercial argentino, artículo 961: “Los contratos deben celebrarse, inter-
pretarse y ejecutarse de buena fe. Obligan no solo a lo que está formalmente expresado, 
sino a todas las consecuencias que puedan considerarse comprendidas en ellos, con los 
alcances en que razonablemente se habría obligado un contratante cuidadoso y previsor”.
72 Remitimos aquí a la bibliografía que le permitió a Rodríguez Olmos llegar a la conclusión de 
la aceptación en la doctrina latinoamericana del rol central de la buena fe en la función 
interpretativa, sustancialmente derivándola de la función integradora de la buena fe. Para 
la doctrina chilena: luis claro solar, Explicaciones de derecho civil comparado. De las Obli-
gaciones, t. xii, Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 1979, p. 497; carlos ducci claro, 
Interpretación jurídica en general y en la dogmática chilena, Santiago: Editorial Jurídica de 
Chile, 1989, p. 205.; jorge lópez santa maría, Sistemas de interpretación de los contratos, 
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Valparaíso: Ediciones Universitarias de Valparaíso, 1971, p. 92; guzmán brito, “La buena 
fe en el código civil de Chile”, 2003, óp. cit., vol. ii, p. 321 y ss. Para la doctrina colombiana: 
fernando hinestrosa, Tratado de las obligaciones. Concepto, estructura, vicisitudes, Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2002, p. 554; martha lucía neme villarreal, 
“‘Venire contra factum proprium’ prohibición de obrar contra los actos propios y protección 
de la confianza legítima. Tres maneras de llamar a una antigua regla emanada de la buena 
fe”, en Estudios de derecho civil, obligaciones y contratos, homenaje a Fernando Hinestrosa, t. 
iii, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2003, p. 28. Para la doctrina mexicana: 
jorge adame goddard, “Las reglas de interpretación en los contratos internacionales 
desde la perspectiva del derecho mexicano”, en aa. vv. “Principi per i contratti commerciali 
internazionali” e il sistema giuridico latinoamericano, Padua: Cedam, 1996, p. 163. Para la 
doctrina uruguaya: jorge gamarra, Tratado de derecho civil uruguayo, t. xviii, 3.ª ed., 
Montevideo: Fundación de Cultura Universitaria, 1992, p. 234, nota 9. Para la doctrina 
brasileña: josé carlos moreira alves, “O novo código civil brasileiro”, Revista Roma e 
America. Diritto romano comune, n.º 16, 2003, p. 16; álvaro villaça azevedo, Teoria geral 
dos contratos típicos e atípicos. Curso de Direto Civil, 2.ª ed., São Paulo: Atlas, 2004, p. 60; 
francisco dos santos amaral neto, “Os princípios jurídicos na relação obrigatória”, 
Revista Roma e America. Diritto romano comune, n.º 16, 2003, p. 81; mónica yoshizato 
bierWagen, Princípios e Regras de interpretação dos contratos no novo Código Civil, 2.ª ed., 
São Paulo: Saraiva, 2003, p. 54; martins costa, óp. cit., pp. 72 y ss. Para Argentina: 
guillermo borda, Tratado de derecho civil. Parte general, Buenos Aires: Abeledo-Perrot, 
1999 pp. 898 y ss.; atilio aníbal alterini, Contratos civiles, comerciales, de consumo: teo-
ría general, Buenos Aires: Abeledo Perrot, 1999, pp. 411 y ss.; juan carlos garibotto, 
Teoría general del acto jurídico. Buenos Aires: De Palma, 1991, pp. 57 y ss. Para la doctrina 
peruana: max arias-schreiber pezet, Exégesis del Código Civil peruano de 1984, t. i, Lima: 
Editorial Gaceta Jurídica, 1998, p. 87; g. l. luca de tena. “La interpretación de la ley y 
de los actos jurídicos en el derecho peruano”, Revista de Derecho Comparado, n.º 3, 2001, 
p. 81. Cfr. rodríguez olmos, óp. cit., pp. 48 -53. Podríamos agregar a título ilustrativo 
otros trabajos en la misma línea: n. nicolau y c. hernández, Contratos en el Código Civil y 
Comercial de la Nación, Buenos Aires: La ley, 2016, pp. 266 y ss.; facco, óp. cit., p.236 
y ss.; ricardo luis lorenzetti, Fundamentos de derecho privado, Buenos Aires: La Ley, 
2016, pp. 269 y ss.; esborraz, Contrato y sistema en América Latina, óp.cit., p. 122 y ss.; 
rodrigo momberg uribe, “Teoría de la imprevisión: la necesidad de su regulación legal 
en Chile”, Revista Chilena de Derecho Privado, n.º 15, 2010, pp. 29 y ss.; hernán corral 
talciani, “La aplicación jurisprudencial de la buena fe objetiva en el ordenamiento civil 
chileno”, Revista de Derecho Privado, n.º 12-13, 2007, pp. 143 y ss.; cristián boetsch 
gilett, La buena fe contractual, Santiago: Universidad de Chile - Editorial Jurídica, 
2011, pp. 61 y 115; enrique barros bourie, Tratado de la responsabilidad extracontractual, 
Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 2012, p. 628; ramón domínguez águila, “Notas 
sobre el deber de minimizar el daño”, Revista Chilena de Derecho Privado, n.º 5, 2005, pp. 
73 y ss.; fernando hinestrosa, “De los principios generales del derecho a los principios 
generales del contrato”, Revue de droit uniforme, vol. iii, n.º 2/3, 1998, y Tratado de las 
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América Latina (gadal)73 han puesto de presente que en América Latina se 
reconoce a la buena fe como una función interpretativa del contenido y modo 
de cumplimiento de las obligaciones en una determinada relación jurídica; 
consecuentemente, en el mencionado proyecto de armonización se han apro-
bado los textos de varios artículos, que, de una parte, sujetan la interpretación 
e integración del Código a los principios generales del derecho74, reconocen 
el rol del principio de buena fe en el cumplimiento de las obligaciones, ex-
tienden su ámbito de aplicación desde el surgimiento hasta la extinción de las 
obligaciones, y establecen su carácter imperativo75, a la vez que otorgan de 
manera expresa a la buena fe las funciones integradora e interpretadora del 
vínculo obligacional76.
obligaciones, óp. cit; J. M. rodríguez olmos, “La interpretación de los contratos con el 
consumidor: elementos para la contextualización de la problemática (primera parte)”, 
Revista de Derecho Privado, n.º 24, 2013, pp. 151-188; neme villarreal, “El principio 
de buena fe en materia contractual…”, óp. cit.; ernesto rengifo, Del abuso del derecho 
al abuso de la posición dominante, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2002; m. 
reale, Projeto Visão Geral do Novo Código Civil. Disponible en: https://edisciplinas.usp.
br/pluginfile.php/3464464/mod_resource/content/1/O%20novo%20C%C3%B3di-
go%20Civil%20-%20Miguel%20Reale.pdf. Consultado el 30 de junio de 2019.
73 El Grupo para la Armonización del Derecho en América Latina (gadal), del que forman 
parte un nutrido grupo de juristas latinoamericanos, ha retomado el trabajo de armoniza-
ción del derecho latinoamericano de obligaciones, originado en la iniciativa del profesor 
Sandro Schipani, a fin de elaborar un código de principios, que concilie las discordancias 
y se fortalezca en las semejanzas del derecho latinoamericano alrededor de los consensos 
de la común herencia del derecho romano, en cuanto vigente en el sistema jurídico del 
cual hacemos parte, y propicie la solución a los desafíos de las relaciones obligacionales 
del presente. Véase https://gadal.uexternado.edu.co/.
74 gadal, Proyecto de Código Marco de Obligaciones para América Latina, artículo 5. 
“Principios generales del derecho. La interpretación e integración del presente Código se 
regirán por los principios generales del derecho, en particular los que inspiran el sistema 
jurídico latinoamericano”.
75 Ibíd., artículo 7. “Principio de buena fe. Ámbito de aplicación y carácter imperativo. 
El principio de buena fe rige el vínculo obligacional en su surgimiento, cumplimiento 
y extinción. En consecuencia, el acreedor y deudor deberán comportarse de modo que 
preserven la integridad de las ventajas legítimas del vínculo obligacional. La aplicación 
del principio de buena fe no podrá excluirse”.
76 Ibíd., artículo 8. “Funciones integradora e interpretadora de la buena fe. El contenido y 
alcance del vínculo obligacional deberán integrarse e interpretarse de conformidad con 
el principio de buena fe, atendiendo a su fuente, naturaleza y finalidad”.
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4 .  lo s  c o m p l e j o s  a lc a n c e s  d e l  p ro c e s o 
i n t e r p r e tat i vo  va n  m  s  a l l   d e  la  m e ra 
p r e s e rvac i  n  d e  la  f o r m u lac i  n  l i t e ra l  d e l  t e x t o , 
c o m p o rta n  s u  c o m p r e n s i  n ,  la  r e c o n s t ru c c i  n , 
la  c o n t e x t ua l i z ac i  n  y  s u  r e f o r m u lac i  n  a  f i n  d e 
lo g ra r  la  p r e s e rvac i  n  d e l  c a ba l  s e n t i d o  d e  e s t e
La interpretación de un texto77 comienza por la exégesis78, pero la exégesis no 
es simplemente atenerse al pie de la letra del texto escrito79, como mal se ha 
entendido y llevado al rechazo de la hermenéutica en el ámbito jurídico80, no 
sin relevantes críticas81; interpretar comporta encontrar la relevancia de un 
77 “Omnes sensus fundentur super litteralem”, Tomás de Aquino, S.Th. 1,1,10.
78 La palabra exégesis (ἐξήγησις de ἐξηγεῖσθαι) significa etimológicamente “sacar algo, ex-
traer” y se refiere a la explicación de un texto, en especial si es antiguo, con la ayuda de la 
filología. Cfr. maurizio ferraris, Historia de la hermenéutica, México: Siglo xxi, 2002.
79 Sobre este tipo de interpretación, mal llamada exegética, se pronuncia Esser: “la idea de 
que, tanto la interpretación jurídica como la interpretación filosófica, están restringidas a 
determinadas relaciones gramaticales, lógicas y sistemáticas del texto legal, solo ha cun-
dido en un determinado círculo de la dogmática ideológico legal. No responde a la evo- 
lución histórica del pensamiento interpretativo jurídico, sino que representa aquella 
perspectiva de la ideología legal que estaba concentrada en, y reducida a, la ‘voluntad’ 
del legislador”. josef esser, “La interpretación”, Anuario de filosofía del derecho, Madrid: 
Ministerio de Justicia - Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, 1986, p. 49.
80 “La hermenéutica, hasta la Ilustración, había observado el principio según el cual in claris 
non fit interpretatio: los textos son normalmente comprensibles, y la interpretación inter-
viene frente a los casos de específica oscuridad. [...]; sin embargo, el hecho de que toda 
palabra ajena resulte expuesta al malentendido requiere que la hermenéutica intervenga 
en toda comunicación interpersonal, y que todo comprender sea un interpretar. Dilthey 
(Los orígenes de la hermenéutica, 1900) transportará esta capital adquisición desde la ex-
periencia psicológica de la oscuridad del ‘tú’, al ámbito filológico de la oscuridad de la 
historia, que hace de la hermenéutica la base de las ciencias del espíritu, o sea de los co-
nocimientos que, a diferencia de las ciencias de la naturaleza, no se ocupan de objetos, 
sino de objetivaciones lingüísticas del espíritu, mismo que se deposita en textos y mo-
numentos, y que el interprete esta llamado a devolver a la vida, superando su estado de 
inicial extrañeza, para reconocerlos finalmente como propios”. maurizio ferraris, La 
hermenéutica, Madrid: Taurus, 1998, p. 14.
81 betti, Interpretazione della legge e…, óp., cit. pp.165-169: “la concepción voluntarista es 
una concepción esencialmente antihistórica [...]. Considerar el derecho positivo como la 
expresión de una voluntad única, exclusiva, puntual, expresada una vez y para siempre y 
agotada en sí misma, quiere decir considerarlo como un ordenamiento estático y cerrado, 
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texto en un determinado contexto82, pues todo texto se interpreta a partir de 
varias categorías: “la obra” (la producción textual objetiva), “la escritura” (el 
proceso de transformación del pensamiento en palabra escrita), “el mundo 
del texto” (el sistema de representaciones históricas, sociales y culturales en 
el que el texto está anclado)83, “el distanciamiento” (el reconocimiento de la 
diferencia de época, circunstancias de mentalidad y cultura que media entre 
cualquier texto y el presente)84 y “la apropiación”85 (entendida como proceso 
de asunción de cualquier mensaje como una expresión coherente, susceptible 
quitarle toda posibilidad de modificación y de crecimiento; un ordenamiento sujeto a la 
voluntad, como la aguja al imán, es un ordenamiento que no contiene en sí la potencialidad 
de un autónomo e intrínseco desarrollo”.
82 paul ricoeur, Del texto a la acción. Ensayos de hermenéutica ii, México: fce, 1997, p. 11.
83 Así, por ejemplo, el uso de las fuentes antiguas para responder a un problema contem-
poráneo no permite una aplicación inmediata, es necesario realizar una interpretación de 
estas sometiéndolas al tamiz de una lectura crítica en el nuevo contexto en que pretenden 
ser leídas o aplicadas, para evitar la transposición disonante y mecánica de instituciones en 
un entorno que no guarda correspondencia con aquel en que tales fuentes fueron creadas, 
pues hay que reconocer la existencia de un efecto histórico, sin el cual no es posible el 
entendimiento del devenir de las instituciones y en general de la cultura. Así, la herme-
néutica nos avoca a conocer la tradición, de lo contrario terminaríamos convirtiendo “lo 
último en lo único”, pero igualmente nos exige realizar un complejo proceso de exégesis 
de las fuentes en que esta se funda, sin prescindir del contexto de interpretación del texto 
y de su intencionalidad, pues correríamos el riesgo de perpetuar acríticamente el pasado, 
por mera razón de autoridad.
84 En este sentido, véase ferraris, La hermenéutica, óp. cit., p. 10, quien sostiene que se dio 
“en la Edad Moderna una centralísima importancia hermenéutica, porque reivindica la 
necesidad de salvar el pasado del olvido, pero, al mismo tiempo, de hacer valer en esta 
recuperación las exigencias y los derechos de los nuevos tiempos”.
85 ricoeur, óp. cit., p. 141: “La interpretación conserva el carácter de apropiación [...] me-
diatizado por la explicación [...]. Por apropiación entiendo lo siguiente: la interpretación 
de un texto se acaba en la interpretación de sí de un sujeto que desde entonces se com-
prende mejor, se comprende de otra manera o, incluso, comienza a comprenderse [...]. 
Con el término apropiación subrayamos, además dos rasgos. Una de las finalidades de 
toda hermenéutica es luchar contra la distancia cultural, lucha que puede comprenderse 
en términos puramente temporales, como una lucha contra el alejamiento secular o, en 
términos más verdaderamente hermenéuticos, como una lucha contra el alejamiento del 
sentido mismo, del sistema de valores sobre el cual el texto se establece; en este sentido 
la interpretación acerca, iguala, convierte en contemporáneo y semejante, lo cual es verda-
deramente hacer propio lo que en principio era extraño”.
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de captación explicación y exposición comprensivas)86, lo que también implica 
“la reelaboración”87 del texto de conformidad con el contexto en que debe ser 
aplicado cualquier acontecimiento en palabra hablada o escrita, característica 
que alcanza una máxima expresión en la “función creadora de la hermenéu-
tica jurídica”88.
La comprensión de un texto, en términos de Gadamer89, acontece cuan-
do la sutileza interpretativa desarrolla tres etapas consecutivas: la Subtilitas 
inteligendi, esto es, la capacidad de entender el significado objetivo del texto, 
el adentrarse en el mundo del texto; la Subtilitas explicandis o explicación del 
texto, la cual tiene lugar cuando el texto se hace inteligible para un interlo-
cutor, en su significado objetivo, pues el intérprete procede a apropiárselo 
dándole nueva vida; y la Subtilitas applicandi, entendida como el aprehender 
el sentido actual del texto en un determinado contexto, lo que requiere una 
nueva comprensión, no solo en su sentido original sino en su significado actual.
De ahí que la hermenéutica sea una labor extremadamente compleja, que 
en materia contractual implica llevar a cabo una serie de procesos coligados 
e interdependientes dirigidos a la comprensión, a la reconstrucción, a la con-
textualización, a la reformulación y a la preservación del cabal sentido de un 
acuerdo.
Este proceso interpretativo debe tener en cuenta que la hermenéutica 
opera sobre dos niveles: primero sobre las acciones humanas, pues estas son 
86 esser, óp. cit., p. 49, quien sostiene que: “cualquiera que sea la estructura en la que se 
represente el proveer de reglas ordenadoras –la denominada materia jurídica–, se trata 
siempre de una captación y exposición comprensivas de las ideas ordenadoras que cargan 
de significado normativo esa materia”.
87 paul ricoeur, Teoría de la interpretación. Discurso y excedente de sentido, México: Siglo 
xxi, 2006, p. 100: “el significado del texto no está detrás del texto, sino enfrente de él; 
no es algo oculto, sino algo develado. Lo que tiene que ser entendido no es la situación 
inicial del discurso, sino lo que apunta hacia un mundo posible, gracias a la referencia no 
aparente del texto. Entender un texto es seguir sus movimientos desde el significado a la 
referencia: de lo que dice a aquello de lo que habla [...]. Esta es la referencia sustentada 
en la semántica profunda. El texto habla sobre un mundo posible y sobre una posible 
forma de orientarse dentro de él. Es el texto el que abre adecuadamente y descubre las 
dimensiones de ese mundo. El discurso [...] va más allá de la mera función de señalar y 
mostrar lo que ya existe y, en este sentido trasciende la función de la referencia aparente 
vinculada al lenguaje hablado. Aquí mostrar es, a la vez, crear una nueva forma de ser”.
88 hans-georg gadamer, Verdad y método ii, Salamanca: Sígueme, 1992, p. 106.
89 Ibíd., p. 100.
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susceptibles de interpretación, ya que la “hermenéutica de la acción” opera 
sobre la voluntad manifestada e interpreta lo que los sujetos explicitan me-
diante sus propias acciones; mientras que en un segundo nivel, el de la “her-
menéutica textual”, la interpretación se limita a interpretar el texto en el que 
se plasma el acuerdo, cuyo contenido ha sido expresado mediante el lenguaje 
y se encuentra anclado en el tiempo90.
Así las cosas, el proceso hermenéutico devela la distancia que existe entre 
la conducta desplegada por las partes en pos del acuerdo y el texto en que esta 
conducta común se traduce, y a su vez, la distancia entre el texto y su aplica-
ción cronológica, entre el texto y la mentalidad dominante en el momento de 
la interpretación, entre el texto y la cultura en la cual se aplica, entre el texto 
y las circunstancias en las que el acuerdo debe surtir sus efectos.
En este marco, es fundamental acudir al principio de la buena fe, pues 
este es transversal y tiene la vocación de abarca tanto la “hermenéutica de 
la acción” como la “hermenéutica textual”. En efecto, el principio de buena 
fe trasciende las meras formalidades91, se adentra en la sustancia de las re-
laciones92 y otorga efectos a los comportamientos de las partes en el ámbito 
90 ricoeur, Del texto a la acción..., óp. cit., p. 162, quien sostiene que existe una extraordi-
naria convergencia entre la teoría del texto y la teoría de la acción: “la noción de texto es 
un buen paradigma para la acción humana y, por otro, la acción es un buen referente para 
toda una categoría de textos […], la acción humana es en muchos aspectos un cuasi-texto. 
Es exteriorizada de una manera comparable a la fijación característica de la escritura. 
Al liberarse de su agente la acción adquiere una autonomía semejante a la autonomía 
semántica de un texto; deja un trazo, una marca; se inscribe en el curso de las cosas y se 
vuelve archivo y documento. A la manera de un texto, cuyo significado se separa de las 
condiciones iniciales de su producción, la acción humana tiene un peso que no se reduce 
a su importancia en la situación inicial de su aparición, sino que permite la reinscripción 
de su sentido en nuevos contextos”.
91 Son los principios los que deben guiar la aplicación de las formalidades y no las formalida-
des las que dominen sobre la sustancia de un principio. Véase milagros koteich, martha 
neme y édgar cortés, “Formalismo negocial romano y neoformalismo. ¿Fundamento 
del sistema o protección de la parte débil?”, Revista de Derecho Privado, n.º 9, 2005, pp. 
129-174; diego franco victoria, “Interpretación de los contratos. Desde Roma hasta 
los inicios de la codificación. Verbas contra voluntas”, Revista de Derecho Privado, n.º 11, 
2006, pp. 127-154.
92 Así, por ejemplo, es la buena fe la que aboga por la tutela del contratante ante quien se pre-
tende hacer valer un incumplimiento no sustancial, de manera que el pretendido ejercicio 
de una acción de incumplimiento en tales circunstancias es considerado abusivo: giulio 
levi, L’abuso del diritto, Milán: Giuffrè, 1993, p. 77; sobre la exigencia de la gravedad del 
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precontractual, en la ejecución de las obligaciones que de él derivan y, con 
posterioridad, en la terminación del contrato93; con base en la confianza que 
generan las actuaciones en la contraparte, exige coherencia con los propios 
actos94, está atento a la modificación sobreviniente del equilibrio del contrato95 
y prohíbe a la víctima la propia agravación del daño dentro de los alcances que 
resulten exigibles conforme a los valores del principio; de otro lado, integra el 
contenido contractual con una serie de exigencias no previstas por las partes, 
que involucran la creación de obligaciones no expresamente contempladas96 
o la exclusión de aquellas que, no obstante estar incorporadas en el contrato, 
transgredan los valores que comporta el principio97, adecuando o modificando 
incumplimiento fundada en la buena fe, véase: carlos alberto chinchilla imbett, La 
excepción de incumplimiento contractual: Estructura, función y límites, Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2017, pp. 383 y ss.
93 Por lo que puede hablarse de una buena fe poscontractual. En este sentido, el Proyecto de 
Código Marco de Obligaciones para América Latina de gadal extiende el ámbito de apli-
cación de la buena fe incluso a la extinción de la relación obligacional, otorgándole efectos 
en el sentido de conminar al obligado a preservar las ventajas legítimamente obtenidas 
de la relación obligacional: dispone el citado artículo 7. “Principio de buena fe. Ámbito de 
aplicación y carácter imperativo. El principio de buena fe rige el vínculo obligacional 
en su surgimiento, cumplimiento y extinción. En consecuencia, el acreedor y deudor 
deberán comportarse de modo que preserven la integridad de las ventajas legítimas del 
vínculo obligacional”.
94 Es la buena fe el principio del que deriva la prohibición de venire contra factum proprium, 
véase, al respecto, neme villarreal, “Venire contra factum proprium…”, óp. cit., pp. 9-56.
95 Es la buena fe la que obliga a la preservación de la revisión del contrato ante circunstan-
cias que alteren el equilibrio originalmente construido por las partes. Véase sobre este 
particular, en la literatura colombiana, josé félix chamie gandur, La adaptación del 
contrato por eventos sobrevenidos. De la vis ciu resisti non potest a las cláusulas de hardship, 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2015; martha lucía neme villarreal, 
“Pacta sunt servanda y rebus sic stantibus. Tensiones entre los principios de buena fe y 
autonomía contractual”, en Pacta sunt servanda y rebus sic stantibus desarrollos actuales 
y perspectivas históricas, México: Universidad Panamericana, 2014.
96 Me refiero, por ejemplo, a obligaciones de honestidad, lealtad, información, asesoría, 
saneamiento, diligencia, solidaridad, coherencia y consideración del interés ajeno, entre 
muchas otras.
97 La buena fe es la matriz de la que emerge la prohibición de abuso del derecho, la que 
determina la prohibición de abuso de posición de dominio, la que determina las condi-
ciones en que pueden ser ejercido el ius variandi en aquellos eventos en que se otorga el 
ejercicio unilateral de facultades contractuales. Véase martha lucía neme villarreal, 
Facultades contractuales de ejercicio unilateral. Como usarlas sin incurrir en abuso. La buena fe 
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así el texto del contrato de conformidad con las acciones explícitas o implícitas 
que conforman ese renovado (integrado) macrotexto negocial.
Así mismo, es la buena fe la que en el ámbito de la hermenéutica textual 
nos conmina a interpretar el contrato tomando en consideración las circuns-
tancias del caso, en clara consonancia con la función práctica del derecho, 
que hace de la tópica el modo de pensar que conviene a la jurisprudencia98, 
y que resulta esencial en todo proceso de interpretación, pues la estructura 
que conforma el derecho expresada en sus fuentes, entre ellas el contrato, 
“tienen que quedar ligadas de un modo específico con el problema [topos] y 
solo pueden ser comprendidos desde él”99, de manera tal que la resolución 
del problema esté orientada por la justicia. Por ello, la labor del intérprete se 
encuentra sujeta a la interpretación flexible que la tópica propone del texto 
contractual, ante la necesidad de hallar aquello que es lo justo en cada caso 
frente a situaciones distintas alrededor de un mismo tópico100; de no ser así, 
estaríamos en el equívoco entendimiento de que toda cuestión jurídica po-
see solo una respuesta válida101 y que solo con ella se logra la pretensión de 
corrección que caracteriza al derecho, lo cual haría imposible la protección 
de las diversas alternativas que en verdad este alberga dado su carácter flexi-
ble102; de manera que el rol del jurista en la construcción de un derecho más 
equo, requiere que el proceso hermenéutico que este realiza en relación con 
   otorga criterios para el legítimo ejercicio del ius variandi, Bogotá: Universidad Externado 
   de Colombia, 2018. Véase también en tema de lesión enorme a josé félix chamie gan- 
    dur, “Rescisión por lesión enorme: el problema del origen”, Revista de Derecho Privado, 
   n.º 19, 2010, pp. 5-40.
98 juan antonio garcía amado, “Tópica, derecho y método jurídico”, Doxa, n.º 4, 1987, 
p. 164.
99 theodor viehWeg, Tópica y jurisprudencia, Madrid: Taurus, 1964, p. 129.
100 garcía amado, óp. cit., p. 173.
101 esser, óp. cit., p. 50: “La idea de que solo existe un conocimiento racional de los textos 
y su significado, que simplemente ‘cuadra’ o ‘no cuadra’ con el conflicto regulativo es 
aquí definitivamente reducida ad absurdum”.
102 robert alexy, Teoría de la argumentación jurídica. La teoría del discurso racional como 
teoría de la fundamentación jurídica, Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1989, 
pp. 208 y ss.
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el documento en el que se plasma el acuerdo se ajuste a las exigencias del caso 
en armonía con los principios que rigen el sistema103.
En consecuencia, asistimos a una revalorización de la buena fe y de su 
rol sustancial, ya no como mero criterio de comportamiento de las partes, 
sino sobre todo como criterio de interpretación e integración del contenido 
contractual104, por lo que resulta esencial acompañar el análisis del texto con 
las categorías culturales de las cuales abrevan. Todo lo cual resalta en últimas la 
“función hermenéutica de los principios generales del derecho”105 como me-
canismo de tutela de los valores en ellos ínsitos, en la perenne dialéctica entre 
la solidez intemporal de los principios y la contingencia de las situaciones 
históricas a la que los mismos han de adecuarse106.
Además, en últimas, la precomprensión107 que antecede cualquier pro-
ceso de interpretación afecta completamente la interpretación de un texto. 
103 Cfr. martha lucía neme villareal, “La importancia de la tópica en la renovación 
del sistema: el caso del derecho peruano y su sistema de precedentes”, Revista Derecho 
pucp, n.º 80, 2018, pp. 49-117. Disponible en: http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/
derechopucp/article/view/19952. Fecha de consulta: 2 de julio de 2019.
104 roberto fiori, “Bona fides formazione, esecuzione e interpretazione del contratto 
nella tradizione civilistica (primera parte)”, en Modelli teorici e metodologici nella storia 
del diritto privato 2, Nápoles: Jovene Editore, 2006, p. 135. Sobre el valor integrador 
del principio de buena fe, véase cardilli, “La buona fede come principio di diritto dei 
contratti”, óp. cit., p. 4, nota 5.
105 A este respecto betti, Interpretazione della legge e..., óp. cit., pp.134 y 135, ha sostenido 
que “la fórmula de la ley no diversamente de otras expresiones del lenguaje, resultan 
esencialmente elípticas y, per se insuficientes, no solo para expresar enteramente la propia 
idea en ella contenida, sino también para manifestar en modo exhaustivo, la valoración 
normativa y la orientación que en aquella idea se encuentra, cuando venga encuadrada 
en la totalidad del ordenamiento jurídico. Aquello que importa para la interpretación 
jurídica es que la solución dada obedezca objetivamente a ciertos criterios de valoración. 
De tal naturaleza son también los principios generales del derecho, a los cuales el jurista 
intérprete debe en definitiva remontarse”.
106 emilio betti, Teoria generale della interpretazione, vol. ii, Milán: Giuffrè, 1990, p. 848.
107 robert alexy, Teoría del discurso y derechos humanos, Bogotá: Universidad Externado 
de Colombia, 1995, p. 40, para quien “una pre-comprensión es una hipótesis con la 
que el intérprete aborda el texto. Esta hipótesis expresa una presunción o expectativa 
del intérprete sobre la solución correcta del problema jurídico pendiente de decisión. 
Su contenido estará determinado por las peculiaridades cosmovitales y la experiencia 
profesional del intérprete”. De ahí que, como sostiene esser, óp. cit., p. 51, dado que la 
interpretación está condicionada por el “horizonte histórico social” de quien interroga 
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Esa precomprensión, determinada por la cultura, la tradición jurídica y, en 
general, los valores de una sociedad, nos permiten sostener que la operación 
hermenéutica comporta un gran contenido político que no por ello altera el 
carácter objetivo de los criterios de interpretación. Toda vez que los valores 
que expresa el principio de buena fe –honestidad, lealtad, transparencia, so-
lidaridad, protección del débil, equilibrio, coherencia, tutela de la confianza, 
consideración del interés ajeno, diligencia y prevalencia de la sustancia sobre 
la forma, entre muchos otros– son valores objetivos acuñados por la labor de 
los juristas durante milenios y fuertemente arraigados en nuestra tradición 
jurídica, los cuales, al ser aceptados por el ordenamiento por vía del poder 
integrador e interpretativo de la buena fe, al lado de otros principios, revelan 
una postura ética que conlleva una elección política; elección que constituye 
a su vez una toma de postura que adopta una concepción humanista del de-
recho, que lleva a concebirlo como instrumento de justicia al servicio de la 
humanidad, que reconoce su carácter flexible, que comprende su incapacidad 
de contener todas las realidades y, por ende, que promueve un rol activo del ju-
rista108 a través de la labor hermenéutica, en la perenne reconstrucción del ius, 
entendido como ars boni et aequi109.
el texto, “la responsabilidad del intérprete comienza con su pre-enjuiciamiento de la 
situación de hecho y de derecho en relación con la posible problemática. No debe olvi-
darse que la propia posición del interrogador ante el texto predetermina ya las posibi-
lidades de interpretación”.
108 En este sentido resalta la doctrina que al jurista en su tarea de “hallar el derecho aplicable” 
no le están “‘prohibidas las miradas entre bastidores’ de la decisión político jurídica, sino 
que precisamente le están encomendadas, está obligado, por una parte, a aprovechar el 
alto grado de abstracción de la formación de los conceptos jurídicos y de su dogmática; 
pero, por otra parte, en su comprensión de la confrontación del caso concreto con la 
norma, está obligado a no reducirla a lo formal, sino a hacerla valorativamente fecunda”. 
esser, óp. cit., p. 45.
109 En la definición de ius propuesta por Celso en D.1.1.1 (ius est ars boni et aequi), en la 
que nada que no reúna los presupuestos de la igualdad ponderada que exige la equidad 
(aequi) y la racionalidad que propone la buena fe (boni) puede ser considerado derecho, 
magníficamente explicada por filippo gallo, Celso y Kelsen. Para la refundación de la 
ciencia jurídica, Buenos Aires: Eudeba, 2015.
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5 .  la  b u e na  f e  e n  c ua n t o  p r i n c i p i o  r e c t o r  d e  la 
i n t e r p r e tac i  n  d e  lo s  c o n t rat o s  n o  c u m p l e  u na 
f u n c i  n  s u b s i d i a r i a  r e s p e c t o  d e  la s  t  c n i c a s  n i  d e 
lo s  c r i t e r i o s  i n t e r p r e tat i vo s ,  s i n o  q u e  lo s  o r i e n ta
La buena fe orienta todo el procedimiento interpretativo, de modo tal que 
no puede confundirse la buena fe en función interpretativa con los criterios 
interpretativos110, ni con las técnicas de interpretación, que también guían 
al intérprete en la búsqueda del alcance de la regla contractual.
En materia de técnicas de interpretación, nos referimos a la interpretación 
sistemática, restrictiva y extensiva, en la que la conexión con la buena fe es 
innegable. Cabe resaltar que la interpretación sistemática fue ampliamente 
recogida en las codificaciones latinoamericanas, con la salvedad del nuevo 
código del Brasil111, y obedece a un criterio de coherencia y armonía entre 
las diversas estipulaciones de los contratantes, el cual alude al contexto gene-
ral que provee la relación contractual, valor que, como hemos señalado, está 
110 Ya lo advertía rodríguez olmos, La interpretación de los contratos…, óp. cit., p. 53, quien 
sostuvo que “se debe tener cuidado con no confundir la buena fe en función interpre-
tativa con los criterios interpretativos que también guían al intérprete en la búsqueda 
del alcance de la regla contractual (naturaleza del contrato, costumbre del lugar donde 
se celebró el contrato, principio de conservación, interpretación en contra del predis-
ponente) pero que tienen una finalidad determinada y que en caso de no mantenerlas 
diferenciadas, se corre el peligro de dejar vacío el concepto de buena fe en materia de 
interpretación”.
111 La interpretación sistemática contemplada en los códigos civiles de Chile (artículo 1564), 
Colombia (artículo 1622), Ecuador (artículo 1607), El Salvador (artículo 1435) y Bolivia 
(artículo 514), bajo la fórmula: “las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por 
otras, dándose a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad”; y 
en una redacción que impropiamente la sujeta a la existencia de ambigüedad, los códigos 
civiles de Puerto Rico (artículo 1237), México (artículo 1854), Honduras (artículo 1580), 
Nicaragua (artículo 2500), Panamá (artículo 1136) Perú (artículo 169) y Paraguay (ar-
tículo 709): “Las cláusulas de los contratos deberán interpretarse las unas por las otras, 
atribuyendo a las dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas”. Ibíd., p. 62. El 
reciente Códigos de la Argentina contempla al respecto el artículo 1064, bajo el rubro 
“interpretación contextual”, una disposición similar a la incorporada en el Código de 
Bello: “las cláusulas del contrato se interpretan las unas por las otras, y atribuyéndoles 
el sentido apropiado al conjunto del acto”. Por su parte, el nuevo Código del Brasil de 
2002 no contempla entre las exiguas normas dedicadas a la materia ninguna sobre la 
técnica de interpretación sistemática.
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contenido dentro de la buena fe112. La técnica restrictiva recogida en Bello bajo 
la fórmula “por generales que sean los términos de un contrato, solo se aplica-
rán a la materia sobre que se ha contratado” alude a la mutua confianza que se 
han entregado las partes y la tutela respecto de interpretaciones que excedan 
del querer de estas113, constituyendo así una aplicación de la buena fe objetiva 
pasiva. Esta se traduce en el derecho a esperar que la otra parte respete los 
valores de la buena fe, en este caso, que no se trasgreda el acuerdo al pretender 
extender el contrato a aspectos que las partes no entendieron considerar; esta 
técnica se encuentra también en estrecho ligamen con la “intención común”, 
que a su vez constituye una manifestación de la preservación del acuerdo en 
términos sustanciales, como lo manda la buena fe. Por su parte, la técnica de 
112 La coherencia es un valor que se explicita en diversas cláusulas y reglas del principio de 
buena fe: la más emblemática es la prohibición de desconocer los propios actos (venire 
contra factum propprium non valet); pero, además, de coherencia en todo caso esta hecha 
la obligación de cumplir las obligaciones contraídas (pacta sunt servanda), de honrar la 
palabra empeñada, así como de responder por el incumplimiento entre otros; en fin, 
“coherencia” evoca el complejo sentido de la racionalidad que Celso expresaba en el 
“boni” en la citada definición celsina de ius y que como se dijo Filippo Gallo conectara 
con la fides bona. Por su parte, alexy, Teoría del discurso y derechos humanos, óp. cit., p. 
44, evocando a Savigny, señala que “la coherencia es de hecho un elemento esencial de 
la racionalidad y, como tal, es también irrenunciable para la teoría del discurso jurídico 
racional”.
113 Cfr. rodríguez olmos, La interpretación de los contratos…, óp. cit., pp. 66-67, quien 
agrega que “la redacción del código civil chileno en su artículo 1561, fue seguida por los 
códigos civiles de Ecuador (artículo 1604), Salvador (artículo 1432), Colombia (artículo 
1619) del Uruguay (artículo 1305) y del Paraguay (710) [mientras que] en los códigos 
civiles de Puerto Rico (artículo 1235), México (artículo 1852), Honduras (artículo 1578), 
Nicaragua (artículo 2498), Panamá (artículo 1134) se acogió la redacción del artículo 
1283 del Código Civil español: ‘Cualquiera que sea la generalidad de los términos de un 
contrato, no deberán entenderse comprendidos en él cosas distintas y casos diferentes 
de aquéllos sobre que los interesados se propusieron contratar’. En el Código Civil y 
Comercial argentino se dispuso: ‘Interpretación restrictiva. Cuando por disposición 
legal o convencional se establece expresamente una interpretación restrictiva, debe 
estarse a la literalidad de los términos utilizados al manifestar la voluntad. Este artículo 
no es aplicable a las obligaciones del predisponente y del proveedor en los contratos por 
adhesión y en los de consumo, respectivamente’. Mientras que en el nuevo Código del 
Brasil se introduce una mera aplicación del criterio restrictivo en los siguientes términos: 
artículo 114. ‘Os negócios jurídicos benéficos e a renúncia interpretam-se estritamente’”.
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interpretación extensiva, formulada por Bello114 así: “cuando en un contrato 
se ha expresado un caso para explicar la obligación, no se entenderá por solo 
eso haberse querido restringir la convención a ese caso, excluyendo los otros 
a que naturalmente se extienda”, alude a su vez a la conservación de la común 
intención desde la perspectiva funcional y dentro de una óptica de comple-
mentariedad; de manera que la interpretación deberá realizarse en el sentido 
en que mejor se perfeccione la funcionalidad del contrato a la luz de la común 
intención de las partes. De ahí el ligamen con la buena fe que está siempre 
atenta tanto al id quod actum est, común intención de las partes, como a lo que 
ello evoca dentro de la natura contractus, las concretas circunstancias del caso, 
y a la consideración de la plena satisfacción de los intereses de las partes115.
Tratándose de los criterios de interpretación, es preciso tener claro que 
no basta pensar aisladamente en “la común intención de las partes”, la cual 
está sujeta al respeto de los presupuestos de la buena fe, en cuanto se orienta 
al esclarecimiento de los términos en que se ejerció la autonomía contractual y el 
contenido mismo del pacto, y cuya observancia en términos de respeto por la 
palabra empeñada y la fidelidad a lo convenido constituyen a su vez manifesta-
ciones del principio de buena fe116; tampoco pueden utilizarse separadamente 
114 rodríguez olmos, La interpretación de los contratos..., óp. cit., p. 70, quien resalta que 
“esta redacción, que fue adoptada en los códigos civiles de Ecuador (artículo 1608), Sal-
vador (artículo 1436), Nicaragua (artículo 2504), Honduras (artículo 1584), Colombia 
(artículo 1623) y sustancialmente en el de Bolivia (artículo 516)”. Ni el nuevo código de 
Brasil ni de Argentina contemplan una previsión similar, pero en este último podría llegar 
a reconstruirse parcialmente de la previsión contenida en el artículo 1065: “Fuentes de 
interpretación. Cuando el significado de las palabras interpretado contextualmente no 
es suficiente, se deben tomar en consideración: a) las circunstancias en que se celebró, 
incluyendo las negociaciones preliminares; b) la conducta de las partes, incluso la pos-
terior a su celebración; c) la naturaleza y finalidad del contrato. naturaleza y finalidad 
del contrato”.
115 Sobre el particular, véase neme villarreal, La buena fe en el derecho romano, óp. cit., 
p. 155 y ss.
116 El mismo principio de buena fe nos previene en el sentido de que esta no puede ser 
entendida como simple respeto de la palabra empeñada, sino que más allá del acata-
miento formal del pacto convenido, la buena fe responde a una concepción sustancial, 
conforme a la cual no basta el cumplimiento literal de los compromisos asumidos y el 
mantener la palabra empeñada en los términos estrictamente convenidos, como quiera 
que ello puede no tener en cuenta cabalmente las exigencias del principio. Ciertamente, 
la buena fe comporta además adoptar en el cumplimiento del propio compromiso un 
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los criterios de la “naturaleza del contrato”, “la costumbre del lugar donde 
se celebró el contrato”117, la “preservación del contrato”, la “interpretación 
en contra del predisponente” o en el “favor debitoris”, por ejemplo. Un aná-
lisis descontextualizado de los criterios de interpretación podría dar lugar al 
quebrantamiento del principio de buena fe118, además conduciría a perder de 
vista que dichos criterios constituyen manifestaciones de la buena fe, pues la 
exacta determinación de las obligaciones de las partes según la buena fe exige 
el atento examen de la propia naturaleza del contrato, de las circunstancias 
que rodearon su celebración y su ejecución; la preservación del interés de los 
contratantes en atención a la función del negocio; la observancia de las cos-
tumbres como manda la buena fe; la preservación del carácter sinalagmático 
de las relaciones; y los efectos que ello comporta en términos de reciprocidad, 
interdependencia y de equilibrio contractual, cuando ello proceda, velar por 
la observancia de la prohibición del abuso del derecho y vetar el abusivo uso 
de la posición dominante, manifiestos en los criterios de interpretación contra 
predisponente y en del favor debitoris.
Así las cosas, resulta necesario reconducir la interpretación del contrato 
bajo la égida de la buena fe y, por ende, proponer un renovado entendimiento 
de la aplicación de técnicas y criterios de interpretación; entendimiento que 
permita, en primer lugar, comprender que el principio de buena fe no es un 
criterio más de interpretación que pueda ponerse en un mismo plano con 
comportamiento leal, propio de una persona honesta, que observe los especiales debe-
res de conducta que se deriven de la naturaleza de la relación jurídica y de las finalida-
des perseguidas por las partes, todo lo cual puede conducir a una interpretación de las 
obligaciones derivadas del contrato en términos que se aparten de la literalidad de este. 
neme villarreal, “El principio de buena fe en materia contractual…”, óp. cit.
117 Sobre la relación entre buena fe y costumbre, véase ibíd., pp. 300-303.
118 Baste recordar el ejemplo de la contrariedad a la buena fe que implicaría aplicar el criterio 
del favor debitoris en el caso en que el deudor fuese la parte fuerte de la contratación; la 
buena fe no toleraría una tal interpretación, dado que la ratio que funda el criterio es el 
de la tutela de la parte débil y no la simple tutela del deudor.
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estos119, ni menos aún uno de carácter subsidiario120, que opere cuando los 
demás no tengan cabida; en segundo lugar, un entendimiento que permita 
comprender que las técnicas y criterios de interpretación obedecen a valores 
contenidos en la buena fe y, por ende, no puede perderse de vista la relación 
ente regla y principio121, pues aquellas expresan una parte del contenido del 
principio, pero ni comprenden en su integridad, ni pueden operar separada-
mente de este, que ilumina la manera de aplicación de las reglas; y en tercer 
lugar, que la ductilidad del principio exige que tal aplicación se realice con 
plena conciencia de que la interpretación efectuada a la luz de las reglas en las 
que se plasman los criterios interpretativos no transgreda el principio mismo, 
pues en algunos eventos la observancia de la buena fe conlleva la no aplicación 
de la regla o a atemperarla, de forma tal que las finalidades del principio no 
se violen so pretexto de aplicar una de sus reglas.
De otra parte, debemos estar atentos a evitar un razonamiento conforme 
al cual, so pretexto de la aplicación aislada de las reglas de interpretación con-
sagradas en el ordenamiento positivo, puede argüirse el haber interpretado 
adecuadamente el contrato cuando tales reglas no se aplican con sujeción a 
los postulados del principio de buena fe; pues, en todo caso, como se ha dicho, 
la interpretación del negocio, y con ella la aplicación de las técnicas y de los 
criterios de interpretación contenidas en las reglas de hermenéutica contem-
plada en la regulación, debe realizarse con sujeción al principio de buena fe, lo 
que significa atendiendo no solo lo dispuesto en tales reglas expresamente, 
sino las exigencias de lealtad, de corrección, de diligencia, de cooperación, de 
119 Como desafortunadamente sucede, por ejemplo, en el nuevo Código de Brasil, donde la 
buena fe se equipara con los usos: artículo 113, “Os negócios jurídicos devem ser interpre-
tados conforme a boa-fé e os usos do lugar de sua celebração” y en Código Civil y Comercial 
de Argentina, en el que intención común de las partes y buena fe se ponen en el mismo 
plano: artículo 1061, “Intención común. El contrato debe interpretarse conforme a la 
intención común de las partes y al principio de la buena fe”.
120 Al respecto sostiene rodríguez olmos, La interpretación de los contratos…, óp. cit. p. 
53, “la buena fe no cumple una función subsidiaria, sino que asume el papel que cumplía 
en el derecho romano de orientación de todo el procedimiento interpretativo, de modo 
tal que no se contrapone de entrada a la intención de las partes, no la excluye, sino que 
se coloca al lado de ella al fin de determinar el significado de la regla contractual”.
121 martha lucía neme villarreal, “Principios, cláusulas generales y estándares como 
orientadores del sistema jurídico”, en vv. aa., Estudios de derecho civil en memoria de 
Fernando Hinestrosa, t. i, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2014.
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solidaridad con la realización de los intereses de la contraparte y en respeto 
por la confianza legítima generada con nuestros propios actos frente a la con-
traparte, entre otros valores que evoca el principio.
6 .  lo s  p r e s u p u e s t o s  g e n e ra l e s  d e  la  i n t e r p r e tac i  n 
d e l  c o n t rat o  p ro p u e s t o s  p o r  b e l lo  c o n s e rva n 
s u  v i g e n c i a ,  p u e s  a  la  lu z  d e  lo s  p o s t u la d o s  d e 
la  t ra d i c i  n  ro m a n i s ta  q u e  lo  i n s p i ra n  p u e d e 
s e r  r e l e  d o s  e n  c o n s o na n c i a  c o n  la s  n u e va s 
m o da l i da d e s  y  f u n c i o n e s  d e  la  c o n t ratac i  n , 
y  t o m a r  e n  c o n s i d e rac i  n  la  f u n c i  n  s o c i a l 
d e l  c o n t rat o  y  lo s  d e r e c h o s  f u n da m e n ta l e s
En el marco del reconocimiento del carácter autóctono del Código de Bello, 
de sus raíces romanistas y de su carácter novedoso para la época, entre otros 
aspectos, en materia de integración e interpretación, evidenciado en la marcada 
independencia del paradigma que para la época marcaba el Código Civil fran-
cés, resta preguntarnos, con mayor énfasis en estos días en que resuenan pro-
puestas de reforma del Código Civil colombiano, si la estructura interpretativa 
de las obligaciones contractuales forjada por Bello, en estrecho ligamen con 
la integración del contrato, conserva vigencia en el derecho contemporáneo.
6 . 1 .  e l  c  d i g o  d e  b e l lo  o t o rg a  h e r ra m i e n ta s 
q u e  p e r m i t e n  t o m a r  e n  c o n s i d e rac i  n  la 
t u t e la  d e l  c o n s u m i d o r  y,  e n  g e n e ra l ,  d e 
la  pa rt e  d  b i l  e n  la  c o n t ratac i  n
Sea lo primero señalar que el Código de Bello tenía bien presente que el con-
trato no correspondía al paradigma de igualdad real entre los contratantes, de 
ahí que incorporó reglas de interpretación que tendieran a restablecer el equi-
librio entre las partes, como la tutela del deudor, plasmada en el favor debitoris, 
que, como se expuso, habría que entender como tutela de la parte débil, a la 
par que incluyó una disposición en la que aboga por la autorresponsabilidad 
del predisponente, que comporta una interpretación de las ambigüedades en 
su contra.
Esta claridad resulta consonante con las necesidades que afronta la con-
tratación contemporánea, en la que las relaciones negociales entre iguales 
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resulta ser una excepción frente a las otras modalidades de contratación hoy 
día preponderantes: contratos de masa, contratos estandarizados y, en general, 
aquellos de adhesión en los que la voluntad de una de las partes tiene un papel 
menguado en la determinación del contenido del contrato y, por ende, este 
tipo de cláusulas hermenéuticas adquieren mayor relevancia en la estructura 
de dichas relaciones contractuales, que en esta línea interpretativa deberán 
dejar de girar en torno a la voluntad de las partes para considerar otros valores 
como, por ejemplo, la preservación del equilibrio negocial, la reciprocidad y 
la interdependencia propios de la exigencia de sinalagmaticidad del contrato 
que evocan la buena fe122.
De manera que, bajo esta perspectiva, las disposiciones sobre interpre-
tación contenidas en el Código de Bello permitiría abordar con solvencia los 
desafíos que en la materia proponen la tutela del consumidor en particular y, 
en general, de la parte débil, sea que se trate de contratos entre consumido-
res y profesionales, entre empresarios consumidores o, en general, en los que 
una de las partes, sin asumir la categoría de consumidor, se encuentra sujeta 
a condiciones de asimetría de poderes negociales.
6 . 2 .  e l  c  d i g o  d e  b e l lo  d o ta  a  la  i n t e r p r e tac i  n 
d e  u n  c a r  c t e r  o b j e t i vo  a l  v i n c u la r la  c o n  la 
“ nat u ra l e z a  d e  la  o b l i g ac i  n ” ,  lo  q u e  p e r m i t e 
u na  i n t e r p r e tac i  n  s i s t e m  t i c a  q u e  a l  t o m a r 
e n  c o n s i d e rac i  n  la  c au s a  o  f u n c i  n  d e l 
c o n t rat o  p o s i b i l i ta  a f ro n ta r  lo s  p ro b l e m a s 
h e r m e n  u t i c o s  d e  lo s  c o n t rat o s  c o l i g a d o s  y 
aq u e l lo s  d e r i va d o s  d e  la s  n u e va s  f u n c i o n e s 
i n s t i t u c i o na l e s  y  s o c i a l e s  d e l  c o n t rat o
De otra parte, los desafíos del jurista contemporáneo encuentran herramientas 
trascendentales en el carácter objetivo de la interpretación que proponía Bello 
al vincularlo con la “naturaleza de la obligación”123, disposición que amplia 
122 martha lucía neme villarreal y carlos alberto chinchilla imbett, El consen-
timiento informado del consumidor. Del sinalagma a las exigencias de información, Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2018, pp. 13 y ss.
123 Cuando dispone en el artículo 1603 que el contrato se integra con las “cosas que emanan 
precisamente de la naturaleza de la obligación”.
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el proceso hermenéutico al incorporar al contrato todas aquellas obligaciones 
que derivan de manera directa de la buena fe; ello permite agregar en la in-
terpretación una perspectiva funcional, relativa a la causa objetiva o función 
del negocio como presupuesto del contenido de las obligaciones asumidas por 
las partes124, que por sí misma dota al intérprete de la posibilidad de realizar 
una interpretación sistemática que no solo tome en consideración la causa 
o función del contrato individual, sino que trascienda el ámbito del contrato 
en particular, para abordar de manera integral los problemas hermenéuticos 
que surgen en el escenario de contratos coligados en el que la interpretación 
debe considerar la interrelación funcional de la entera cadena de negocios. 
Así, también esta perspectiva permite realizar un proceso hermenéutico que 
sea capaz de comprender las nuevas funciones institucionales y sociales del 
contrato125, frente a las cuales la interpretación del instrumento contractual 
mediante el cual se gestionan intereses comunes de ciudadanos, de gremios, 
de asociaciones, etc., debe considerar no solo los intereses de los participantes, 
sino de enteros mercados, de comunidades, de pueblos e incluso aquellos de 
carácter globalizado, en los que el bien común y el interés público adquieren 
relevancia preponderante y modelan per se el propio proceso hermenéutico.
124 filippo gallo, “Contratto e atto secondo Labeone: una dottrina da riconsiderare”, 
Roma e America, n.º 7, 1999, p. 44. En el mismo sentido: ricardo cardilli, “L’im-
portanza del legame tra contratto e obbligazione nella tradizione civilistica”, En Scritti 
in onore di Vincenzo Buonocore, t. i, Milán: s.e., 2005; david fabio esborraz, “La te-
oría general de las obligaciones como elemento de unidad y resistencia del subsistema 
jurídico latinoamericano”, Revista de Derecho Universidad de Concepción, n.º 237, 2015, 
pp.161-163.
125 Sobre el particular, véase el trabajo de Rodríguez Olmos, quien resalta que en hoy en 
día existen una serie de contratos que no pueden interpretarse y ejecutarse de manera 
aislada, sino que se encuentran incrustados dentro de las denominadas “cadenas globa-
les de valor”, en las que el contrato se erige en un instrumento de organización social, 
que desborda la función de intercambio, inmediato y personal, y se transforma en un 
mecanismo para establecer estructuras durables y estables dirigidas a la obtención de 
intereses comunes, en las que la cooperación y la función organizacional se tornan sus-
tanciales. J. M. rodríguez olmos, “Más allá del contrato por medio del contrato: las 
transformaciones del mecanismo contractual en la era de la globalización”, en vv. aa., 
Autonomía privada. Perspectivas del derecho contemporáneo, Bogotá: Universidad Exter-
nado de Colombia, 2018, pp. 147 y ss.
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6 . 3 .  e l  c  d i g o  d e  b e l lo  i n c o r p o ra  a l  p ro c e s o 
h e r m e n  u t i c o  a  la  b u e na  f e  e n  c ua n t o  c r i t e r i o 
n o r m at i vo ,  p e r m i t i e n d o  c o n  e l lo  q u e  va lo r e s  c u ya 
f u e r z a  s e  e n fat i z a  e n  e l  d e r e c h o  c o n t e m p o r  n e o , 
c o m o  la  s o l i da r i da d,  la  h o n e s t i da d,  la  t u t e la 
d e  la  c o n f i a n z a  y  e l  e q u i l i b r i o ,  e n t r e  o t ro s ,  s e 
i n t e g r e n  e n  la  i n t e r p r e tac i  n  d e l  c o n t rat o
Esta perspectiva de integrar el contrato con las “cosas que emanan preci-
samente de la naturaleza de la obligación” permite fundamentalmente una 
interpretación que incorpora al proceso hermenéutico a la buena fe en cuanto 
criterio normativo, a través del cual dicho principio contribuye a construir el 
pleno contenido del contrato, incorporando a este las reglas que emanan de la 
buena fe, evidenciando así el estrecho ligamen entre buena fe e integración del 
contrato, que se erige en mecanismo de realización del principio en el ámbito 
de las obligaciones, tal y como ya ampliamente se ha expuesto.
6 . 4 .  d e s d e  la  p e r s p e c t i va  d e  b e l lo  e l  p ro c e s o 
h e r m e n  u t i c o ,  a l  c o n s i d e ra r  “ la  nat u ra l e z a  d e 
la  o b l i g ac i  n ”  c o m o  fac t o r  d e  i n t e g rac i  n  d e l 
c o n t rat o ,  s i rv e  d e  p u e n t e  d e  c o m u n i c ac i  n  c o n 
lo s  d e m  s  p r i n c i p i o s  y  d e r e c h o s  f u n da m e n ta l e s , 
a s   c o m o  c o n  la  f u n c i  n  s o c i a l  d e l  c o n t rat o , 
lo s  c ua l e s  e n t ra n  a  s e r  pa rt e  d e  lo s  va lo r e s  a 
c o n s i d e ra r  e n  e l  p ro c e s o  d e  i n t e r p r e tac i  n  ta n t o 
d e l  c o n t rat o  p r i va d o  c o m o  d e l  c o n t rat o  e s tata l
Ciertamente que de la naturaleza de la obligación es su carácter cooperati-
vo126, su inclinación por la promoción de la tutela paritaria de los derechos de 
126 sandro schipani, “Obligationes e sistematica: cenni sul ruolo ordinante della catego-
ria”, en vv. aa., Linguaggio e sistematica nella prospettiva di un romanista. Atti Giornata 
in onore di L. Lantella, Turín: S. Masuelli - L. Zandrino, 2014, pp. 123 y ss., donde el 
autor sostiene que: “Las obligaciones se contraponen, desde el más lejano origen, a la 
potestad, poniendo de relieve el carácter fundamental de la obligación, aquel de la ne-
cesidad de cooperación entre personas recíprocamente independientes”.
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las partes en términos de equilibrio de la relación127, la proscripción de todo 
tipo de subyugación o sumisión que pretenda realizarse utilizando a la obli-
gación como instrumento de servidumbre128; de la naturaleza de la obligación 
es igualmente la consideración de valores como la solidaridad129, la dignidad 
127 emilio betti, La estructura de la obligación romana y el problema se su génesis, Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2015, p. 88.
128 martha lucía Neme Villarreal, “Del ius gentium al derecho globalizado: una reflexión 
sistemática a partir de principia iuris permite la construcción de una categoría de ‘obli-
gación’ sustancialmente humana”, Revista Pensar, vol. 22, n.º 2, 2017, pp. 632-633.
129 En materia de solidaridad en el cumplimiento de las obligaciones y su ligamen con la 
buena fe se ha pronunciado reiteradamente nuestra jurisprudencia. V. gr., la Corte Su-
prema de Justicia de Colombia, en sentencia del 19 de octubre de 1994, Exp. 3972, con 
ponencia del magistrado Carlos Esteban Jaramillo Schloss, en la que se sostiene que “es 
la moral social predominante en una comunidad que reconoce en la ‘solidaridad de las 
personas’ una de las directrices medulares de su organización política (artículo 1º de la 
Carta) e inspirada, por lo tanto, en los postulados de buena fe y respeto por las buenas 
costumbres, todo ello en aras de hacer efectiva ‘la prevalencia del interés general’ según 
lo propugna también el mismo texto superior recién citado. Son estas, sin duda, las bases 
más claras que hoy en día, a la luz de estos postulados constitucionales, le suministran 
vigoroso sustento a la doctrina en cuestión”. Posteriormente, en una sentencia para-
digmática, la Sentencia T-520 del 26 de junio de 2003, la Corte Constitucional sostuvo, 
con fundamento en la buena fe y en la solidaridad, la inexigibilidad de la obligaciones 
financieras a personas que habían sido secuestradas: “La aplicación judicial directa de la 
solidaridad resulta particularmente exigible en estos casos [cuando su incumplimiento, 
por un particular, vulnera o amenaza derechos fundamentales de otra persona, lo que 
exige la intervención oportuna de los jueces constitucionales para impedir la consuma-
ción de un perjuicio irremediable]. La solidaridad no solo es un deber constitucional 
genérico (C.N. artículo 95.2), también es un principio fundamental (C.N. artículo 1.º). 
Como principio, la solidaridad imprime ciertos parámetros de conducta social a los par-
ticulares, que pretenden racionalizar ciertos intercambios sociales. En el Estado social 
de derecho, el principio de solidaridad cumple la función de corregir sistemáticamente 
algunos de los efectos nocivos que tienen las estructuras sociales y económicas sobre la 
convivencia política a largo plazo. Por supuesto, la solidaridad, como principio exigible 
a los particulares, no es un instrumento necesario para garantizar la convivencia políti-
ca, independientemente del modelo de Estado. Se trata más bien de una construcción 
histórica, de una herramienta que acogió el Constituyente de 1991, como instrumento 
normativo consistente con su opción política por el Estado social de derecho”. En la 
misma línea argumentativa véanse otras sentencias de la Corte Constitucional: sentencias 
T-015 de 1995, T-419 de 2004, T-212 de 2005, T-358 de 2008, T-312 de 2010 y T-246 
de 2014. Esta solución fue retomada, entre otras medidas, en la Ley 986 de 2005, por 
medio de la cual se adoptan medidas de protección a las víctimas del secuestro y sus 
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humana130, la libertad, la igualdad131, la prohibición de discriminación132, la 
democracia y la justicia, entre otros valores que por esta vía se incorporan 
a la relación negocial133, convirtiendo al contrato y a toda relación obligacio-
nal en un escenario de realización de derechos fundamentales134, en plena 
familias, y se dictan otras disposiciones. De autonomía privada y solidaridad habla 
también margarita morales huertas, “Constitución y límites de la autonomía pri-
vada”, en: vv. aa., Autonomía privada. Perspectivas del derecho contemporáneo, Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2018, pp. 212-214.
130 A título de ejemplo del reconocimiento jurisprudencial de la dignidad humana como 
elemento normativo a considerar en la interpretación del alcance de las obligaciones, 
consúltese la sentencia de la Corte Constitucional en la que declara el derecho a la con-
tinuidad en el pago de salarios u honorarios del trabajador secuestrado o desaparecido, a 
fin de proteger el mínimo vital por cuanto el ejercicio efectivo de los derechos fundamen-
tales se sustenta en la titularidad de determinadas condiciones materiales que permitan 
la existencia de los individuos en forma digna (Corte Constitucional, Sentencia C-400 
de 2003).
131 La Corte Constitucional, en Sentencia T-170 de 2005, sostiene que el banco, a juicio 
de la Corte, violó los derechos fundamentales a la igualdad y de dignidad de la actora 
y de su compañero. El primero, por cuanto, pese a tratarse de personas merecedoras de 
protección especial en razón de las difíciles circunstancias por las que atravesaban dada 
su grave enfermedad, se las sometió al mismo tratamiento a que se somete a un deudor 
que no se encuentra en tales condiciones de debilidad y, en tal sentido, se les dio un 
tratamiento discriminatorio al exigírseles el cumplimiento forzado de una obligación 
con total indiferencia con su condición de debilidad manifiesta.
132 V. gr., a sentencia de la Corte Constitucional en la que garantiza el acceso al crédito, 
fundada en la prohibición de discriminación en materia contractual, al señalar como 
conducta discriminatoria la negativa del otorgamiento de la póliza de seguro de vida 
en crédito hipotecario a una persona asintomática de vih - Sida (Corte Constitucional, 
Sentencia T-1165 de 2001).
133 martha lucía neme villarreal, “El contrato, una estructura capaz de contener los 
elementos del desarrollo”, en vv. aa., Autonomía privada. Perspectivas del derecho con-
temporáneo, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018, pp. 101 y ss.
134 Sobre es línea, gadal, Proyecto de Código Marco de Obligaciones para América Latina, 
artículo 6: “Dignidad de la persona humana y derechos fundamentales. La dignidad de 
la persona humana y la tutela de sus derechos fundamentales, especialmente la libertad, la 
igualdad y el principio de no discriminación rigen el surgimiento, cumplimiento, inter-
pretación y extinción de las obligaciones”. Así mismo, el Código Civil de Argentina de 
2014 dispone en su artículo 2.º que “La ley debe ser interpretada teniendo en cuenta sus 
palabras, sus finalidades, las leyes análogas, las disposiciones que surgen de los tratados 
sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con 
todo el ordenamiento”.
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consonancia con la “función social del contrato”135, característica que se erige 
en un elemento que define, en cuanto “diferencia específica”, al “contrato” en 
el ámbito del sistema jurídico latinoamericano136.
En efecto, el modelo de Estado social de derecho no puede construirse al 
margen de los derechos humanos y del respeto por los derechos fundamen-
tales137; esta exigencia no está presente solo en las relaciones del Estado con 
135 Al ligamen entre la función social del contrato, la solidaridad y la interpretación del 
contrato alude diego franco victoria, Interpretación de los contratos civiles y Estatales, 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2019, pp. 335: “La función social, la so-
lidaridad, los valores y principios constitucionales pueden incursionar en los contratos 
civiles y estatales en cualquier etapa del proceso hermenéutico, es decir, para desentrañar 
el sentido que las partes le dieron a su expresión, o para procurara entenderlo conforme 
a lo razonable, así como también para calificarlo de acuerdo con los tipos contractuales, 
legales o sociales y especialmente para integrar obligaciones y derechos que provienen 
de la aplicación directa de la Constitución Política”.
136 esborraz, Contrato y sistema en América Latina, óp. cit. p. 137: “los códigos latinoame-
ricanos de la última generación llegan a reconocer también como parte de la diferencia 
específica de nuestra institución, la función social del contrato; tendencia esta que inicia 
con la Constitución mexicana de Querétaro de 1917 en materia de derecho de propiedad 
(artículo 27) e iniciativa privada (artículo 28), e insinuada en el ámbito contractual por el 
Código Civil del Perú de 1984, parece haber adquirido carta de ciudadanía definitiva en 
el sistema jurídico de América Latina a través de su consagración expresa en el Código 
Civil brasileño de 2202 [Artículo 421. A liberdade de contratar será exercida em razão e nos 
limites da função social do contrato]”. En cuanto se refiere a la inexistencia de una norma 
expresa que aluda a la función social del contrato en el Código argentino de 2014, en la 
exposición de motivos que fundamenta el proyecto de Código Civil y Comercial de 
la Nación de 2012, el cual finalmente fue sancionado como Código Civil y Comercial, se 
sostiene en el numeral 4.3 del libro tercero, título ii, sobre contratos en general, que dado 
que en el proyecto “se fijan pautas sobre el ejercicio de los derechos en general, entre 
las cuales están la buena fe y la prohibición de abuso, tanto en relación con el ejercicio 
de derechos individuales como en cuanto a los derechos de incidencia colectiva. De tal 
manera no existe dificultad alguna para que, con estos instrumentos, los jueces puedan 
aplicar las nociones de función social y ambiental, utilizando los instrumentos que han 
sido tradicionales en el derecho nacional”.
137 Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-520 del 26 de junio de 2003 sos-
tiene: “La incidencia cada vez más fuerte de las actividades privadas en la realización de 
los objetivos constitucionales dentro de la sociedad contemporánea, hacen necesario que 
el Estado cuente con las herramientas suficientes para afrontar los crecientes desafíos 
que supone el deber de asegurar la cohesión social [...]. Aunque en principio los deberes 
constitucionales requieren un desarrollo legal que garantice que las autoridades no van 
a restringir indebidamente las libertades individuales, estos deberes excepcionalmente 
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los particulares, sino que trasciende al ámbito de los contratos, en el que los 
riesgos de transgresión de los derechos fundamentales es enorme138, de ahí la 
importancia de que se comprenda que estos valores integran las obligaciones 
contractuales y, por ende, deben ser tutelados en el desarrollo del proceso 
hermenéutico.
Esta visión promueve un entendimiento integral del derecho, en el que de-
recho público y privado convergen139 cada vez más y la interconexión entre las 
diversas regulaciones se hace evidente140. Ya decía Miguel Reale, refiriéndose 
al nuevo Código brasileño, que “el Código Civil es la constitución del hom-
bre común”, Código en el que no prevalece la plenitud hermenéutica, por lo 
que resulta imprescindible reconocer el carácter ético del ordenamiento, que 
exige recurrir a los principios generales del derecho, bajo el entendimiento 
de la función social del contrato y el reconocimiento de la centralidad de la 
constituyen un criterio hermenéutico indispensable para la aplicación directa de las 
cláusulas constitucionales que se refieren a derechos fundamentales. En esa medida, 
cuando del incumplimiento de un deber consagrado en la Constitución se derive una 
afectación de un derecho fundamental, estos deberes pueden exigirse directamente 
por vía de tutela. [...] Esto ocurre cuando la ausencia o insuficiencia en la regulación de 
un deber constitucional implica una desprotección de los derechos fundamentales 
de determinado grupo social. Tal excepción se justifica por la necesidad de sustraer los de- 
rechos fundamentales de las mayorías políticas ocasionales, para lo cual es indiferente 
que su afectación provenga de la acción del legislador, o de su inacción”.
138 claus-Wilhem canaris, Direitos fundamentais e direito privado, Coímbra: Almedina, 
2009, pp. 24-25, 38 y 129.
139 Del encuentro entre lo público y lo privado en materia de contratación habla Franco 
Victoria, fundado en que, de una parte, el contrato ha asumido un rol de gran impor-
tancia en el cumplimiento de las funciones del Estado y, de otra, por que el derecho 
administrativo de hoy en día no se concibe como un derecho cerrado y autointegrado, 
sino flexible y compatible con el derecho privado, con el que se articulan en lugar de 
confrontarse, por lo que resulta consonante con esta perspectiva la aplicación de los 
criterios de interpretación de los contratos civiles a los contratos estatales, guiada por 
las exigencias de preservación del interés general. franco victoria, Interpretación de 
los contratos civiles y estatales, óp. cit., pp. 235 -259.
140 “É esse sentido de complementaridade que explica a crescente convergência do Direito Pú-
blico e do Direito Privado, não tendo razão de ser o primado de um ou de outro, pois ambos 
compõem o processo dialético da positividade jurídica através da história, obedecendo às di-
retrizes emergentes dos valores eminentes que caracterizam cada civilização, e que formam 
o que denomino invariantes axiológicas”. M. A. reale, Constituição e o Código Civil. 
Disponible en: http://www.miguelreale.com.br/artigos/constcc.htm.
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persona humana como fuente de los valores que rijan tal proceso hermenéu-
tico, en el que la dignidad de la persona debe constituir presupuesto básico 
de todo ordenamiento141.
La convergencia entre lo público y lo privado opera en ámbito hermenéu-
tico también desde lo privado hacia lo público. En cuanto al contrato estatal le 
son aplicables las disposiciones del Código Civil en materia de interpretación 
del contrato142, lo cual, en manera alguna, conduce a desconocer las particu-
laridades de la contratación estatal, dado que la propuesta hermenéutica de 
Bello permite considerarlas ampliamente, como quiera que tal y como se ha 
expresado, la realización del proceso interpretativo a partir de la integración 
del contenido del contrato con “todas las cosas que emanan precisamente de 
la naturaleza de la obligación, o que por la ley o la costumbre pertenecen a 
ella” incorpora a la operación no solo los denominados principios del dere-
cho administrativo, sino los principios generales del derecho en su totalidad, 
entre ellos, por supuesto, la buena fe con todo su poder normativo, así como 
los derechos fundamentales y la obligación de preservar de la función social 
y ecológica del contrato, de gran relevancia en la contratación estatal por el 
impacto que esta tiene en términos de riesgo de vulneración de derechos in-
dividuales y colectivos.
Así mismo, la propuesta interpretativa de Bello permite, por supuesto, 
considerar el interés público, la finalidad pública, la naturaleza de los recursos 
involucrados en la contratación estatal, la preservación de la función públi-
ca y el bien común, entre otros aspectos propios de la contratación estatal, 
como parte esencial del proceso hermenéutico, que al considerar “las cosas 
que precisamente emanan de la obligación” no puede dejar de incorporarse, 
141 miguel reale, Tramitação do Projeto Visão Geral do Novo Código Civil. Disponible: 
https://edisciplinas.usp.br/pluginfile.php/3464464/mod_resource/content/1/O%20
novo%20C%C3%B3digo%20Civil%20-%20Miguel%20Reale.pdf. Consultado el 13 
de julio de 2019.
142 Al respecto ha sostenido franco victoria, Interpretación de los contratos civiles y es-
tatales, óp. cit., 2019, pp. 263-269, que “la premisa de la cual se parte con respecto a la 
hermenéutica de los contratos estatales radica en que se someten a, las reglas de inter-
pretación de los contratos civiles y a los principios y fines de la actuación del Estado”, 
no obstante resalta algunas particularidades de la contratación estatal que pueden incidir 
en la aplicación de las reglas de interpretación, relativas, v. gr., a la finalidad pública del 
contrato, los recursos públicos que involucra, su formalidad, el régimen sancionatorio 
y las facultades excepcionales.
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pues hacen parte de la causa, función y finalidad del negocio celebrado con 
el Estado; por lo que en definitiva Bello plantea para el contrato estatal un 
panorama hermenéutico mucho más complejo que el previsto por las nor-
mas especiales de la contratación estatal143, pues estas y las previsiones de la 
Constitución Política quedarían involucradas con mayor amplitud conforme 
a la plenitud de la interpretación propuesta por Bello.
Así las cosas, debemos considerar que las exigencias que impone el prin-
cipio de buena fe, en cuanto criterio hermenéutico substancial, aplicable tan-
to a particulares como a la Administración pública, comporta igualmente la 
integración del contrato con las reglas que emanan del principio: exigencias 
en torno a la honestidad, a la transparencia, al comportamiento diligente, a 
la prohibición de abuso, a la preservación del equilibrio de la relación y a la 
tutela de la confianza legítima suscitada entre las partes, entre otros, se erigen 
en obligaciones que no solo son comunes al sistema en general, sino que son 
propios de la contratación pública; a la vez que las exigencias de particular 
consideración de la “naturaleza del negocio” y, por ende, el apego a la función 
que el mismo desempeña, permiten entender que el erigir el “interés público” 
como núcleo central de la interpretación de los contratos estatales, resulta 
ampliamente consonantes con los criterios de la hermenéutica propuesta por 
Bello, que conducen a privilegiar el significado objetivo del contrato en el 
marco de las exigencias que impone el principio de buena fe.
En efecto, el principio de buena fe adquiere particular relevancia en el ám-
bito de las llamadas “cláusulas excepcionales” en el ámbito de la contratación 
pública, entre las que se encuentra la denominada “interpretación unilateral 
del contrato” por parte de la administración pública, como quiera que tal facul-
tad, como todas las otras contempladas en favor de la administración pública, 
deben ser ejercidas en respeto de las exigencias de lealtad, transparencia, pro-
porcionalidad, conmensuración, pertinencia, prudencia y sinalagmaticidad, 
de consideración de los intereses de la contraparte, entre otras exigencias de 
la buena fe144, y por ende, no puede ser ejercida arbitrariamente; de manera 
que dicha facultad no permite una interpretación que contraríe los valores 
del principio de buena fe, lo que implica considerar también los intereses del 
143 Ley 80 de 1993.
144 neme villarreal, Facultades contractuales de ejercicio unilateral…, óp. cit.
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contratista, por lo que en verdad esta cláusula pierde su pretendida condición 
de “prerrogativa”.
En fin, la aplicación sistemática y coherente de los criterios generales de 
interpretación e integración al ámbito de la contratación pública implicaría in- 
corporar al proceso hermenéutico los valores constitucionales del modelo de 
Estado que como pueblo hemos elegido: el Estado social de derecho, que es 
además de modelo político, un modelo social, definido por valores centrados 
en la dignidad humana, en la equidad y la buena fe, entre los que conjugan 
de manera más relevante el humanismo de dicho modelo. Por ello, la preser-
vación de los valores propios del Estado social de derecho se erige en límite 
de la interpretación del texto constitucional y, por ende, de todos los orde-
namientos mediante los que este opera; de manera que la interpretación de 
todo texto normativo, incluido el contrato tanto privado como estatal, debe 
garantizar la realización efectiva de esos valores, lo cual pone en evidencia 
que la consideración del contrato desde la perspectiva preponderantemente 
económica no estaría en capacidad de incorporar al proceso hermenéutico la 
plena realización de dichos valores145.
7.  c o n c lu s i o n e s
Bajo estos presupuestos precisa señalar que, en la línea hermenéutica que fijó 
Bello, el jurista deberá dar aplicación a las técnicas y a los criterios de inter-
pretación, construyendo una jerarquía que supere el voluntarismo, en cuanto, 
sin desconocerla, no gire en torno a la mera “intención de los contratantes”. 
Dicha jerarquía debe operar de manera flexible, permitiendo el diálogo de 
todas las fuentes que inciden sobre el contrato, en aras del logro de una cohe-
rencia sistemática, en la que las diversas fuentes no se superponen y anulan 
145 A pesar del pretendido auge de las tendencias que centran la interpretación del contrato 
enteramente sobre doctrinas de análisis económico del derecho, no es posible desconocer 
que el contrato es un fenómeno jurídico distinto respecto a la operación económica que 
subyace en el mismo: cumple una función social, se integra con los principios generales 
del derecho y no puede estar ajeno a la preservación de los derechos fundamentales; 
por ende, conforme sostiene Bianca, “se inserta en un contexto social que tiende a pri-
vilegiar el principio de solidaridad y que el ordenamiento jurídico puede intervenir 
para asegurar a la parte una posición contractual mínima, derogando incluso aquellas 
que resultarían del juego de las fuerzas económicas”. cesare massimo bianca, Diritto 
civile, t. 3, Il contratto, Milán: Giuffrè, 1998, p. 28.
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entre sí, sino que dialogan encontrando la interpretación más justa en el caso 
concreto, en armonía con la mejor realización de los principios del sistema.
Así las cosas, la fórmula acuñada por Bello conforme a la cual el contra-
to obliga no solo a lo que en él se expresa, sino a todas las cosas que emanan 
precisamente de la naturaleza de la obligación, incorpora al proceso herme-
néutico no solo el poder normativo de la buena fe, sino también los principios 
generales del derecho y los derechos fundamentales, en el marco de la función 
social del contrato, otorgando así plenitud a la función hermenéutica, pues 
en el proceso interpretativo deberán considerarse no solo los intereses de las 
partes del contrato, sino que tendrán que afrontarse la magnitud de las circuns-
tancias que rodean los mercados en los que el contrato surte sus efectos y la 
sostenibilidad en términos sociales y ambientales de los derechos individuales 
y colectivos que resulten involucrados en la ejecución de tales contratos, esto 
en el contexto de las nuevas funciones y modalidades del contrato y de las 
complejas finalidades que comportan las estructuras que subyacen al mismo 
o que se sustentan abiertamente en él.
En consecuencia, los presupuestos generales de la interpretación del 
contrato propuestos por Bello conservan su vigencia, pues la solidez de que 
los dota la tradición humanista que lo inspira hace posible su relectura en 
consonancia con las nuevas modalidades y funciones de la contratación, a la 
vez que permiten que el proceso hermenéutico se realice salvaguardando los 
valores propios de un Estado social de derecho, entre ellos la función social y 
ecológica del contrato, y la tutela de los derechos fundamentales. Esto impli-
ca el definitivo abandono del individualismo y del positivismo trasladado al 
ámbito del contrato, que aún hoy pretende hacer bastión inexpugnable de la 
letra del contrato, en abierto desconocimiento de la plenitud y complejidad 
de la función hermenéutica que debe cumplir el jurista en un escenario de 
confluencia de intereses públicos y privados.
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